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EL ZOOLÓGICO DEL POSCONFLICTO

Guillermo Perry
En la implementación del acuerdo con las Farc parece haber conejos, tortugas, chigüiros y micos.

‘Timochenko’ escribe al Presidente quejándose de los incumplimientos del Gobierno; el embajador de EE. UU. acusa a las Farc de no cumplir su compromiso de colaborar con la erradicación del narcotráfico; el fiscal Martínez insiste en que el grupo guerrillero puso conejo al revelar solo parte de sus bienes.

Tan graves acusaciones de lado y lado hacen daño al proceso de paz. Toca aclararlas o enmendar el rumbo.
Las Farc están contribuyendo al promover la erradicación voluntaria de narcocultivos, pero eso no basta para cumplir su compromiso con respecto al tema del narcotráfico. Deberían ayudar a desmantelar laboratorios, rutas y redes de tráfico suministrando la información que poseen. Pocas cosas le han hecho tanto daño a la reputación del proceso como el hecho de que promovieron mayores siembras durante la negociación, atrayendo con la zanahoria de los posteriores subsidios para sustituirlas.
También ayudaría que completen su declaración inicial de bienes, porque los esfuerzos que está haciendo la Fiscalía, con la cooperación de EE. UU., acabarán descubriéndolos, incluyendo los recursos que, al parecer, lavaron en el sistema financiero internacional con la ayuda de Venezuela, Nicaragua y El Salvador a través de PDVSA (la empresa venezolana de petróleos) y sus subsidiarias en esos países, según testimonios ante el Congreso de EE. UU.
Los dirigentes de las Farc se están exponiendo a perder privilegios recibidos y a desencadenar una oleada de opinión nacional e internacional adversa al proceso, pues ninguna democracia puede permitirle a un partido político que compita deslealmente al contar con una fuente cuantiosa de recursos ilegales para financiar su operación. Además, corren el riesgo de que la comunidad internacional los mantenga en la lista de organizaciones terroristas, con todas sus consecuencias, como acaba de ocurrir ahora con EE. UU.
En cuanto a las acusaciones de ‘Timochenko’, conviene distinguir los conejos del resultado de la falta de planeación y coordinación y la incapacidad de ejecución de nuestro Estado. La excesiva demora en aplicar la amnistía pactada para las bases de las Farc comienza a parecer más conejo que lentitud de tortuga. Y la renuencia de los partidos a reformar las normas electorales para garantizar una mayor transparencia y competencia política constituye un conejo tan grande que parece chigüiro.
Además, hay que tener cuidado con que aparezcan micos en el ‘fast track’. Los excesos del primer proyecto de decreto sobre tierras fueron corregidos, pero el anteproyecto de ley sobre la materia que se encuentra en discusión suscita aún inquietudes legítimas sobre la definición de tierra improductiva para aplicar extinción de dominio. Y, en concepto de los gremios, el anteproyecto de ley sobre participación popular, sumado a lo que ya está ocurriendo, podría llevar a la parálisis de obras críticas de infraestructura y del sector petrolero y minero. Además, podría conducir a frustraciones de las comunidades, que acabarían quedándose sin el pan y sin el queso: sin empleos que hubieran generado las carreteras que no se construyen, sin ingresos por regalías de actividades petroleras y mineras que se frenan y con demoras en las obras acordadas en los complejos procesos para definir los Planes de Desarrollo Territorial. Hay que evitar lo que sucede hoy, cuando terceros avivatos negocian en su beneficio propio a nombre de las comunidades y con las consultas locales sin información adecuada.
Estos conejos, chigüiros, tortugas y micos traerían muchos dolores de cabeza al próximo gobierno y podrían hacer fracasar el posconflicto.

CORRUPCION

EL ESPECTADOR

OTRO MICO LEGAL DE LOS DE SIEMPRE

José Roberto Acosta
Gran cinismo de Telésforo Pedraza al confesar, en plenaria de la Cámara de Representantes, que es sólo un mandadero de alguien y que “no puso una coma” en el proyecto de ley que tramita para socializar riesgos bancarios.

Si este parlamentario conservador logra hacer ley de la República esta perjudicial iniciativa, la película será la siguiente: aparecerá un contratista corrupto que gana con sobornos una asociación público-privada (APP) para construir una obra; estructura un patrimonio autónomo en una sociedad fiduciaria para que reciba y administre los dineros de la APP; como no piensa poner dinero propio pide prestado a los bancos, que se sentirán seguros al girar al patrimonio autónomo y no al contratista; seguidamente, el contratista empieza a sacar dinero del patrimonio autónomo, dizque para hacer la obra; parte del dinero que reciba del patrimonio autónomo empieza a sacarlo del país y no a invertirlo en la obra; lo descubren y lo condenan por corrupto; paran la obra y ésta no se hace, sin embargo, la Nación deberá seguir enviando dinero al patrimonio autónomo hasta que los bancos recuperen todo el dinero que le invirtieron al contratista corrupto.

Fin de la anterior película: el corrupto sale de la cárcel, se va del país, disfruta del dinero robado, que los colombianos seguirán pagándole al patrimonio autónomo estructurado por el corrupto para que los bancos aseguren su dinero, y no tendremos la obra. Y tal vez la esposa, hijo o cualquier otro calachín del corrupto se postulará al Congreso para seguir metiendo micos legislativos por mandado del alguien.

Pero Telésforo no es un mandadero del ministro de Hacienda, su copartidario conservador, pues realmente este mico legislativo, que pretende cambiar la Ley de Contratación Pública y la Ley de Infraestructura, viene redactado desde oficinas de prestigiosos abogados privados que asesoran al sector financiero, ya beneficiado en el pasado por los mismos parlamentarios conservadores o de “derecha” que han socializado sus pérdidas.

Esta es otra puerta que se busca abrir a los corruptos. Nada cambiará mientras los parlamentarios de siempre se la juegan por particulares a costillas de intereses más generales y sigan engañando con la falsa dicotomía entre izquierda y derecha, cuando son los más derechosos los que socializan las pérdidas generadas por los saqueadores de lo público.

DESASTRE NACIONAL

Ramiro Bejarano Guzmán

Otro craso error de este Gobierno es el anuncio en Pasto de convocar un pacto por la justicia, en virtud del cual Santos aceptó que los presidentes de las Cortes, “incluido el de la Constitucional, a título individual, como magistrado, participarán del proceso de preparación e impulso de la aludida reforma, con el objeto de que ella se ajuste a una perspectiva constitucional a la luz de los recientes fallos de control abstracto de constitucionalidad sobre la materia, así como para asegurar que la misma recoja la experiencia de las Cortes”.

Con razón tituló El Tiempo que “esta vez, las cortes liderarán el proyecto para reformar la justicia”. ¿Esta vez? No, todas las veces el Gobierno ha incurrido en la torpeza de entregar las reformas a la justicia a las altas cortes, y los resultados están a la vista. Los últimos intentos de reforma terminaron en que los magistrados llegaron a reclamar que les subieran la edad de retiro forzoso de 65 a 70 años y que aumentaran sus períodos de ocho a 12 años. Las Cortes no han entendido ni entenderán que el drama de la justicia no está en esas pequeñeces, sino en la impresionante corrupción que las azota, y en vez de preocuparse por eso, se les ocurre pedir más poderes, todo en nombre de la autonomía e independencia de la rama judicial, que ellos mismos han feriado.

Solamente al Gobierno se le puede ocurrir delegar la responsabilidad de liderar la reforma a la justicia a las altas cortes, precisamente a quienes han contribuido a este estado de cosas deplorable. El diablo haciendo hostias. Por ese camino tan equivocado no habrá quien se atreva a proponer que se regule, por ejemplo, que los magistrados no se la pasen viajando por todo el país recibiendo honores en provincia, al estilo de Ricaurte, Ruth Marina Díaz, Camilo Tarquino, Pedro Munar, Leonidas Bustos, etc.; que no se les permita tener como auxiliares en su mismo despacho a dos hermanos; que les quede prohibido recibir regalos no solo de quienes litigan en su despacho y de sus subalternos, sino de nadie; que no utilicen sus poderes para nombrar a dedo en los despachos judiciales a sus amigos y parientes o los de su esposa o compañera permanente; y que respondan patrimonialmente por los daños que causen. Las altas cortes saben que estas cosas pasan todos los días, pero como el sistema está corrompido, nadie quiere denunciar esas prácticas que deterioran la confianza pública en quienes administran justicia.

En el malhadado comunicado se anuncia que la reforma deberá ajustarse “a una perspectiva constitucional a la luz de los recientes fallos de control abstracto de constitucionalidad sobre la materia, así como para asegurar que la misma recoja la experiencia de las Cortes”, para lo cual el presidente de la Constitucional colaborará a título personal. Es decir, el doctor Luis Guillermo Guerrero, el mismo que fue ponente de la sentencia que revivió la Sala Administrativa del Consejo de la Judicatura, ahora individualmente impulsará y se asegurará de que la justicia del futuro interprete sus fallos de constitucionalidad y recoja la “ejemplar” experiencia de las Cortes.

Como van las cosas, es mejor que el Gobierno Santos “deje así” para que el presidente que venga —que ojalá no sea nadie de Uribe ni aliado con él— asuma con responsabilidad y carácter frente a las Cortes el compromiso de sacarlas del lodazal en el que ellas mismas se metieron. O preparémonos para otra reforma hecha a la medida de los intereses de las altas cortes y no de la ciudadanía ni de la justicia.

Adenda. Casi nada le funciona a este Gobierno. El último en lucirse fue el ministro del Medio Ambiente, Luis Gilberto Murillo, quien en contra de los anuncios del ministro de Minas y Energía, Germán Arce Zapata, y en alianza con los ambientalistas extremos, decidió dilatar entre tres y cinco años la implementación de la tecnología del fracking en Colombia, indispensable para aumentar las reservas de hidrocarburos, por lo que —en opinión de los expertos— en cinco años seguramente el país tenga que enfrentar los costos de la importación de gasolina. Ya veremos si esos ambientalistas dan la cara cuando afrontemos esa dura realidad.

PERVERSA INJUSTICIA

Indalecio Dangond B.
 “Uno puede estar o no de acuerdo con Luis Alfredo Ramos, pero demorar porque sí su sentencia también es corrupción”. Esta expresión de la periodista Salud Hernández Mora, publicada en su cuenta de Twitter, deja muchas dudas sobre la honorabilidad de aquellos magistrados de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) que, teniendo los términos vencidos, no resuelven la situación jurídica de sus sindicados.

El caso del exsenador Luis Alfredo Ramos es aterrador. Cuando se lanzó a la Presidencia de Colombia en el 2014, de un momento a otro apareció un falso testigo que lo acusó ante la Corte Suprema de Justicia por presuntos nexos con paramilitares. A los pocos días le abrieron una investigación y le sepultaron su candidatura presidencial. Durante el desarrollo del proceso y en presencia de los nueve magistrados de la CSJ, estos falsos testigos fueron confrontados y desvirtuados de manera legal, pública y transparente. Uno de ellos se encuentra condenado y preso, dos tienen procesos pendientes de sentencia y dos están fugados.

No obstante que su proceso terminó el pasado 7 de marzo, con solicitud de absolución por parte de su defensa y de la Procuraduría General de la Nación (por no existir prueba alguna en su contra), el magistrado de la Corte Suprema de Justicia Eyder Patiño Cabrera sigue sin proferir un fallo final.

Lo que son las ironías de la vida. Cuando el presidente Juan Manuel Santos posesionó al magistrado Eyder Patiño, en Palacio de Nariño, por esos días habían capturado a once funcionarios judiciales por manipular casos penales en los Juzgados de Paloquemao de Bogotá. En su discurso de posesión, el presidente Santos dijo que “nada más peligroso para una democracia que jugar con el desprestigio institucional”. Y con el prestigio de las personas inocentes, señor presidente.

Parece que la tortura psicológica y la persecución política al exsenador Luis Alfredo Ramos no termina ahí. Cuando se prestaba a lanzar nuevamente su candidatura a la Presidencia de la República, vuelve y le aparece otro falso positivo judicial. Esta vez, con el sonado escándalo de corrupción del cartel de los magistrados prepagos de la Corte Suprema de Justicia. Ni el más estúpido de este país le paga 2.000 millones de pesos a un magistrado de la CSJ, para que lo prive de la libertad injustamente durante tres años y tres meses, le niegue dos veces el recurso de apelación a la libertad y posteriormente lo llame a juicio. Según declaraciones del exsenador Ramos, el magistrado Bustos avaló con su firma todas estas decisiones.

Desesperado de tanta injusticia, el exsenador Luis Alfredo Ramos, en una actitud valiente y oportuna, solicitó al fiscal Néstor Humberto Martínez y a la CSJ levantar la reserva de todas las pruebas que tienen sobre él, ponerlas en conocimiento de la opinión pública y que lo escucharan en versión libre, para aclarar los hechos que lo involucraban injustamente en ese escándalo de corrupción.

A pesar de haber demostrado su inocencia en el caso de los falsos testigos y de haber logrado probar que no pagó sobornos a ningún magistrado, tal como lo juraron el exfiscal Moreno y el abogado Pinilla, el calvario del exsenador Luis Alfredo Ramos parece no terminar. Qué perversa injusticia.

SEMANA
EL IMPUNE HOLGER

Daniel Coronell

Una misteriosa mano borró de la hoja de vida del entonces congresista las líneas que indicaban que había sido gerente general de la empresa Salud con Calidad Limitada.

El Consejo de Estado vino a quitarle a Holger Díaz la investidura de congresista cuando ya llevaba tres años sin serlo. La extemporánea sanción le llegó acompañada de “la muerte política”. Eso es lo único que le ha pasado al Representante a la Cámara que tramitó una reforma de la ley para favorecer a Saludcoop mientras le pedía plata al presidente de ese pulpo responsable –en buena parte- del colapso de la salud en Colombia.

La decisión del Consejo de Estado, a pesar de ser tardía, resulta casi ejemplar frente a la impunidad total con que la Procuraduría de Alejandro Ordóñez obsequió a Holger y la morosidad de la Corte Suprema de Justicia que ha tenido el expediente ganando polvo en el despacho del magistrado José Luis Barceló.

La prueba reina contra Holger Díaz fue publicada en esta columna hace más de seis años.

Se trata de un correo electrónico enviado por el entonces representante a la Cámara Holger Díaz al presidente de Saludcoop Carlos Gustavo Palacino que fue encontrado por funcionarios de la Contraloría. El e-mail fue enviado por el usuario holgerdiaz@hotmail.com pasadas las 10 de la noche del 29 de noviembre de 2010 y dice lo siguiente: “Buenas noches, te envío el texto definitivo del proyecto aprobado en las comisiones séptimas, te quiero molestar porque hace 2 meses, no han vuelto a consignar, NIT 804010319-3. Muchas gracias. Holger”.

El número de identificación tributaria corresponde a una empresa llamada Salud con Calidad Limitada, fundada por el propio Holger Díaz, por su esposa Gloría Lucía Quiroz Hernández y por su suegro Franklin Quiroz Díaz.  
Holger traspasó sus acciones en esta compañía unos días antes de convertirse en congresista pero la empresa siguió en manos de familiares de su esposa Gloria Lucía Quiroz.

Cuando se conoció el e-mail que mostraba el claro conflicto de intereses y la petición monetaria del congresista a Saludcoop, la primera reacción de Holger fue asegurar que nunca había escrito el mensaje: “Considero que el correo fue clonado. Es absolutamente claro que ese tipo de correo no se ha enviado. Soy alguien que siempre busca hacer las cosas bien”. 

Sin embargo a Holger no le quedó más remedio que aceptarlo, un tiempo después, porque existía trazabilidad técnica que demostraba su autoría. El documento con su declaración ante el ministerio público señala: “En su versión libre el disciplinado admitió haber enviado el correo electrónico al otro correo (…) reconociendo su contenido en intervinientes”. 

La operación para ocultar su vinculación con la empresa beneficiada con su solicitud no paró ahí. La hoja de vida oficial del entonces congresista, publicada en su página de internet, fue alterada después de que se conociera el correo electrónico. Una misteriosa manó borró del documento las líneas que indicaban que había sido gerente general de la empresa Salud con Calidad Limitada. 

Como si fuera poco, existe una prueba irrebatible de que Holger Díaz sabía que debía recusarse en cualquier discusión que implicara los intereses de Saludcoop. En el registro de intereses privados que suscribió al posesionarse como congresista él mismo escribió a mano: “Mi esposa es gerente regional de Saludcoop en Santander”

Evidentemente Gloria Lucía Quiróz fue la gerente regional de Saludcoop antes y después de la actuación de su esposo para favorecer la compañía. Buscando esconder esa otra razón de impedimento, Gloria renunció cinco días antes del debate de noviembre en el Congreso y recuperó su posición inmediatamente después de las fiestas decembrinas.

A pesar de todas esas evidencias la Procuraduría absolvió a Holger Díaz con la firma de los dos funcionarios de confianza de Alejandro Ordóñez: Juan Carlos Novoa y María Eugenia Carreño.

El señor magistrado de la honorable Corte Suprema de Justicia José Luis Barceló no ha podido formarse un concepto claro en estos años y el proceso sigue sin resolverse.

Mientras tanto Holger pelecha en la impunidad. Su suegro y socio Franklin Quiroz es miembro de la junta directiva de una zona franca concedida para ganar plata sin pagar impuestos y su esposa Gloria pasó de gerente de Saludcoop a gerente de Cafesalud, la entidad que la remplazó para que no vuelva a pasar lo mismo.

PAZ
EL ESPECTADOR
UN AÑO CUMPLE LA CRIATURA

Lorenzo Madrigal

Dos de octubre, fecha memorable, día en que un régimen que había negociado por su cuenta comprometedores acuerdos pensó que estos serían ratificados sin discusión por el pueblo, convocado para tal fin.

Algunos advirtieron al presidente sobre su imprudencia al citar a plebiscito corriendo un riesgo electoral que consideraban innecesario. Pero el presidente jugó a ser demócrata; por sus venas aún corría sangre del primer Santos, cauteloso y sibilino, pero fiel a los principios de la Revolución Francesa y respetuoso de la voluntad general de Juan Jacobo Rousseau. Le hirvió la sangre, como la de San Jenaro cada año y se la jugó en un pase tremendista ante el respetable; sólo que lo cogió el toro y lo zarandeó.

Aún tengo presente el rostro demudado de los presentadores de la televisión esa tarde-noche del desastre electoral: se había impuesto el rechazo popular a los acuerdos de La Habana. El pueblo colombiano había reaccionado al entreguismo político de negociar en el país que había desencadenado la revolución comunista en América y a la entrega de la justicia y de los principios tutelares de Colombia, inscritos en su Carta Política.

Un candidato, seguro sucesor, había caído de su peso, ¡plaff!, era Humberto de la Calle (también conocido como Humberto de La Habana). Para el comisionado de Paz era el fin del mundo. La guerrilla, asentada en la isla en muelles sillones, quedó estupefacta, con un vaso de Cuba Libre tibio entre sus manos.

Vino entonces el conejo, el animalito de la fábula. ¿Cómo saldremos de esto?, se preguntaban los Cristo, los Roy, los Yesid Reyes. La fórmula surgió de repente: convocar a los líderes del “No” y negociar con ellos, con o sin mermelada, entregando un par de propuestas, las más anodinas y dejando la impresión de que se respetaba el dictamen popular.

Aquí el gran error histórico y jurídico, porque un plebiscito no tiene jefes, no se refiere a un sector político, no se trata de un grupo que haya sido llamado a consulta interna: el resultado plebiscitario es la voz impersonal de todo un pueblo. Vaya usted a encontrarlo; tómese un tinto con la opinión pública; no existe, es inasible y al mismo tiempo es fuerza misteriosa como el trueno, como el rayo que destella y desaparece.

Error grande el de quienes se sintieron dueños de esa opinión contraria a la voluntad oficial y, aunque impulsaron el No, no tenían carta de propiedad sobre la masa votante. Y se dejaron citar a Palacio y mal negociaron y fueron engañados, dejando la impresión de que aceptaban una conciliación para no echar a pique lo convenido con los rebeldes.

El Gobierno, ante la ingenuidad de los partidarios del No, pero de ninguna manera sus dueños políticos, impuso el desconocimiento electoral, graficado como un conejo, el cual cumple hoy su primer añito de vida.

EL “NO” TENÍA RAZÓN (ANIVERSARIO DEL PLEBISCITO)

Daniel Mera Villamizar
Como postura histórica, política, moral, ética y estratégica se ha visto corroborado y esclarecido por los hechos en un año.
Este lunes 2 de octubre se cumple el primer año desde la realización del “plebiscito para la refrendación del acuerdo final” de paz con las Farc. Las condiciones materiales y legales descaradamente desequilibradas que impuso el gobierno para la campaña menoscababan la legitimidad de una victoria del Sí.

Sin embargo, ganó el No, porque representaba la más profunda personalidad histórica y política de la nación desde la única guerra que nos enorgullece, la de independencia contra España. Esa personalidad macerada en la persistencia de la república, la democracia liberal, los gobiernos civiles y algunos valores conservadores, pese a los charcos de violencia.

El jefe negociador del gobierno había dicho que el acuerdo final con las Farc respetaría los “valores esenciales de la nación”, aceptando el trasfondo del desacuerdo.  Pero una mayoría de ciudadanos, con gran valor civil, votó que no, negó la refrendación. Si hubiese vencido el Sí por el mismo estrecho margen, un gobierno responsable tendría que haber renegociado en todo caso cuestiones divisivas del acuerdo.

El 2 de octubre de 2016 fue, entonces, un día histórico en el doble sentido de ser único en un largo tiempo medido en décadas y de tener la trascendencia para determinar acontecimientos futuros no implicados en el plebiscito, como las elecciones de 2018.

Tanto, que un candidato, Fajardo, pretende “pasar la página” (antes de tiempo), cuando en realidad está comprometido con el Sí a todo, y otro, Vargas Lleras, busca ahora “enmendar la página”, que se escribió ante su presencia cómplice y oportunista mientras callaba sus convicciones.  

Ni se diga de aquellos cuyo sueño es aplicarle a Colombia la letra menuda del segundo tomo espurio de 310 páginas de la Constitución, ese que en el Congreso tratan de corregir por los laditos, con la ayuda del fiscal General de la Nación. A todos los ronda el plebiscito.

Lo que ocurrió después del 2 de octubre fue la primera operación política en nuestra historia en la que no hay duda de que se desconoció o falseó la voluntad popular, aunque sus autores creen que salió “impecable” en lo jurídico-constitucional. En la calle lo llaman llana y comprensivamente “robo”.

La operación descansa en una mentira “ontológica” o empírica si se quiere: que hubo un “nuevo acuerdo”, y en una argucia jurisprudencial de la Corte Constitucional: que hubo una segunda “refrendación popular”, distinta de la del pueblo en las urnas y válida.  

Sus autores saben que el “ser”, los pilares, la arquitectura, la vocación del acuerdo final no cambiaron según las demandas de los negociadores del No.  Habrá que demostrarles eso empíricamente (con métrica y lógicas formal y dialéctica), por si no han notado la persistencia de los reparos estructurales de la oposición.  

Cínicamente podrían argumentar que no existe una definición taxativa de “nuevo acuerdo”, y que eso depende de las mayorías en el Congreso y la Corte, aunque tal cinismo sería poco al lado de la violencia moral que algunos ejercen.

La argucia jurisprudencial de la Corte Constitucional solo la puede remediar hacia atrás el pueblo derogando sus consecuencias. Hacia adelante, comparto una idea de acto legislativo que se ha planteado el Centro Democrático para adicionar un parágrafo al artículo 104 de la Constitución, que le permitiría a la nueva Corte Constitucional reponerse un poco de la deshonra intelectual:

“Defínese refrendación popular  como el pronunciamiento favorable del pueblo sobre la decisión que se somete a su consulta. Si la decisión del pueblo es desfavorable, ningún poder constituido o delegado podrá refrendar o adoptar una decisión contraria en el mismo asunto negado en el transcurso de cuatro años. Refrendación popular es una potestad exclusiva del pueblo”.
Tal vez no fue tan “impecable” la estratagema. No hay robo perfecto. Dicho esto, los hechos han mostrado que la postura del NO tenía razón en diferentes dimensiones.

En lo político: que ser críticos del acuerdo final de paz no era ser “enemigos de la paz”, como saben los que votaron Sí y hoy piensan como los del No. Que era falsa y abusiva la disyuntiva de “esta paz o la guerra”.

En lo moral: que la reconciliación del país con un grupo criminal como las Farc no podía ser impuesta o exigida sin mediar justicia (aunque transicional), reparación y verdad, más allá de eventos de perdón ante los medios.

En lo estratégico: que si la democracia colombiana no contaba con una expresión de rechazo al acuerdo final, el país quedaría totalmente expuesto a las concesiones del gobierno a las Farc.

Gracias al valor civil del No, por ejemplo, todavía se puede evitar que los exguerrilleros sean unos multimillonarios provenientes del crimen haciendo política o que los militantes improvisados de magistrados nos sirvan su visión en sentencias de la JEP. 

En lo histórico: que las Farc en cinco décadas nunca representaron a un número significativo de colombianos como para aceptar que tras su derrota militar estratégica pudieran negociar reformas estructurales.  

Hoy es claro que tuvieron poderes “constituyentes” en la mesa de La Habana y que la anulación del acuerdo como “bloque de constitucionalidad” por la derrota en el plebiscito fue otra burla. Así no es que se configura nuestra historia político-constitucional. Ni más faltaba darle a la violencia pretendidamente política una legitimidad que nunca tuvo.

En contraste, a los voceros de la mayoría democrática del No ni les dejaron leer el supuesto nuevo acuerdo antes de darlo por cerrado.

En lo ético: que en la vida de una sociedad ceder ante el chantaje de la violencia puede acabar los fundamentos mismos de la sociedad.  

Que la razón última por la que tenemos Fuerzas Armadas es que estamos dispuestos a la decisión dura de sacrificar vidas para preservar las vidas y las libertades que se perderían si la violencia es la fuente del poder político que co-ordena la sociedad, en lugar del acto sencillo y hermoso del voto ciudadano.

Si las Farc hubiesen alcanzado el poder por las armas, y no lo lograron gracias al sacrificio de tantos militares y civiles, cientos estarían en la cárcel arbitrariamente, muchos muertos por protestar, tendríamos libertades recortadas, menos bienestar y no seríamos una democracia, en una versión peor que Venezuela.

Aquí se quiso estigmatizar la ética de la firmeza ante la violencia como garantía de supervivencia colectiva, como si la violencia fuera de la naturaleza y no se le pudiera decir a la contraparte  “deje de matar y de dinamitar, que es su maldita decisión; esta violencia existe porque usted la organizó debido a su ideología y a su ambición de poder, no por causas sociales inmanentes”.

¿EXCESO DE CONCESIONES?

Felipe Zuleta Lleras

El fiscal general de la Nación, los uribistas, Cambio Radical, Marta Lucia Ramírez y algunos analistas sensatos han prendido sus alarmas frente a la legislación que se ha expedido y la que se tramita para plasmar lo acordado con las Farc. Y no es un asunto de ser de derecha o antipaz, como sostienen los defensores a ultranza del proceso con las Farc.

Las advertencias tienen que ver, entre otras, con dineros ilícitos, censura a los medios de comunicación, sesgos ideológicos en algunos magistrados de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), creación de empresas de las Farc (Ecomún) sin control de la Cámara de Comercio o las superintendencias, narcotraficantes en las listas que enviaron las Farc, escoltas de las Farc para las Farc, no entregar la lista de testaferros, ocultamiento de bienes y narcotráfico.

Preocupa que personas tan disímiles en sus ideologías y con puntos de vista tan diferentes sobre la paz hagan las mismas advertencias frente a lo acordado con este grupo.

El presidente siempre dijo que no le entregaría el país a las Farc, pero sumando lo concedido acaba uno por creer que no le entregó todo el Estado, pero si una parte muy importante de este y con concesiones y prebendas enormes.

No voy a caer en decir que es el castrochavismo, pero a esas alarmas hay que ponerles atención. El Gobierno niega todo y estigmatiza a sus críticos, pero lo cierto es que las cosas no son tan claras como los defensores del proceso quieren hacernos creer que son.

Ahora bien, otro asunto que tarde o temprano quedará evidenciado es la clara incapacidad del Estado colombiano para cumplirle a las Farc. Ya Timochenko lo ha dicho y resulta ser cierto.

El Estado no podrá cumplirle a las Farc porque simplemente tampoco nos cumple a los demás ciudadanos. Es ineficiente, ladrón, corrupto e inoperante. Quienes hemos vivido en la legalidad, antes que recibir cosas del Estado hemos sido sus víctimas. Entonces que no esperen los señores de las Farc que ahora ese Estado indolente empezará a funcionar para ellos. Eso, y es bueno que lo vayan sabiendo, no va a pasar.

Y por eso mismo tampoco la JEP podrá procesarlos ni nadie podrá detenerlos como partido político con representación en el Congreso y sus crímenes quedarán impunes. Y ellos lo saben.

Colombia atraviesa por uno de sus peores momentos y la crisis institucional es profunda y difícil. Reina el caos, la anarquía, el desánimo y el pesimismo.

En no pocas oportunidades, en este mismo espacio he dicho que el pesimismo trae más desesperanza. No suelo pronosticar catástrofes ni hago augurios negativos. Pero como están hoy las cosas me atrevo a decir que el país va realmente mal. Y no es por culpa exclusiva del Gobierno. Todo se corrompió, el Congreso, los magistrados y jueces, la Fiscalía, los gobernadores y alcaldes, etc.

Nada aparece claro en el horizonte hacia adelante. Vienen también meses dificultosos en lo económico y muy fastidiosos en lo político. Qué desolación.

JEP
EL ESPECTADOR
LOS PREJUICIOS CONTRA EL TRIBUNAL DE PAZ

Editorial

Tan pronto se anunciaron los magistrados del Tribunal de Paz, piedra angular de ejecución de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), empezaron a llover las críticas contra los seleccionados. Desde la izquierda, por ejemplo, hubo voces que expresaron inconformidad con la presencia de personas que hicieron parte de la Justicia Penal Militar. La derecha, por su parte, la emprendió contra personas como Rodolfo Arango, argumentando que sus múltiples columnas y participaciones en debates públicos, donde sentaba posiciones sobre distintos temas, demostraban una JEP politizada. Esta situación es prueba de los prejuicios prematuros que hay contra la justicia transicional y les reitera a los magistrados la carga pesada que tienen de dotar de legitimidad al naciente Tribunal.

Insistir en que los jueces no tengan posiciones políticas previas no sólo es ignorar una verdad esencial sobre la naturaleza humana, sino que demuestra un desconocimiento de cómo actúan las personas que ejercen la magistratura.

Sobre lo primero, es evidente que no hay personas neutrales, sin sesgos ideológicos. Es inevitable que personas que, por mencionar un ejemplo, han dedicado su vida a la academia no hayan tomado partido sobre temas álgidos. El prejuicio, no obstante, es asumir que tener una opinión significa imponerla por sobre todas las demás consideraciones.

Ahí entra la realidad de los jueces. Todos los magistrados saben que, al dedicarse al ejercicio del derecho, tienen la obligación de supeditar su actuar a reglas establecidas previamente (la ley, la Constitución, el derecho internacional, etc.). Además, todo está mediado por raciocinios que deben explicarse en la lógica. Para la muestra un botón: abundan los magistrados de la Corte Constitucional colombiana que, pese a tener raíces religiosas, en ejercicio de su función han respetado el precedente del tribunal constitucional y el mandato que la Carta Política dio sobre la protección de las libertades individuales. La justicia sí puede ejercerse sin responder a las lógicas polarizantes de la política nacional.

Por supuesto, el elefante en la habitación son los casos recientes de corrupción que empantanan la reputación de nuestras cortes, así como una estrategia sistemática de sectores políticos que durante años han insistido en que el sistema jurídico emprendió una persecución ideológica en su contra.

Pero, ante eso, hay motivos para confiar en la JEP. Para empezar, el Comité de Escogencia llevó a cabo el proceso de selección de magistrados más transparente en la historia del país. Todos los colombianos pueden observar con claridad cuáles fueron los criterios de selección y las características de los seleccionados.

En su futuro actuar, los magistrados del Tribunal pueden ayudar a la legitimidad de la justicia transicional manteniendo ese compromiso con la transparencia. Una medida necesaria es tratar a todos los actores del conflicto con el mismo rasero, que nadie pueda hablar de preferencias ni desequilibrios. Por la cantidad de hechos que tendrá que entrar a estudiar el Tribunal, será necesario que se implemente un sistema de priorización de casos, y los magistrados deberán explicarle al país el porqué de sus decisiones. La prioridad entonces debe estar en evitar los vicios de la justicia ordinaria para que las actuaciones demuestren sin lugar a dudas su pulcritud.

Por lo anterior, es prematuro juzgar desde ya a los magistrados elegidos. El mundo entero estará pendiente de sus actuaciones, otro motivo más para que demuestren que se puede ejercer justicia alejada de la política.

La JEP no ha comenzado. Insistir en sabotearla es sucumbir ante el miedo de los prejuicios. ¿Por qué no esperar a ver si podemos tener una justicia transicional que le aporte a la reconciliación y esté a la altura del reto que representa este momento histórico?

JEP, GOLPE DE GRACIA A LA DEMOCRACIA COLOMBIANA

Darío Acevedo Carmona

La Corte Penal Internacional, suscrita por el Estado colombiano desde 2002, puede intervenir en un país signatario cuando su gobierno sea incapaz o se niegue a aplicar su estatuto a responsables de crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o genocidio.

Esa puerta se abrirá de manera automática en Colombia una vez el Congreso, por la vía golpista del fast track, le de vida a la Jurisdicción Especial de Paz, ese aparato creado en la mesa de conversaciones de La Habana para perseguir y juzgar a todos los involucrados en el fenómeno del paramilitarismo directa o indirectamente y que a los jefes de las Farc incursos en los delitos mencionados tan solo podrá aplicarles sanciones sin prisión y habilitándolos para ser elegibles a los cargos de elección popular.

La JEP, sin que aún se haya finiquitado el proceso legislativo para su aprobación definitiva, ya de suyo ilegal, ha sido seleccionada por un comité de cinco personalidades, cuatro de ellas extranjeras. La mayoría de cuyos miembros se ha distinguido por defender un punto de vista a favor del gobierno Santos, como se constata en el nombramiento de su exministro de Justicia o por haber sido activistas de Ongs de clara tendencia izquierdista, por militantes marxistas, por juristas que han escrito libelos y consignas contra el expresidente Álvaro Uribe.

Debe quedar claro, no obstante su pérfida composición para nada garantista, que viene con problemas de mayor calado. El principal es el que tiene que ver con el hecho de que la JEP es un aparato que se ubica por encima de todo el organigrama jurídico del país, de las altas cortes. Podrá revisar fallos de jueces y tribunales, no rendirá cuentas a nada y a nadie, es decir, tendrá poderes absolutos y funcionará por al menos doce años prorrogables.

Esa imposición, impresentable en cualquier democracia, nunca vista en otras latitudes, viene adosada por unos acuerdos inmodificables según el gobierno y las Farc que convirtieron la mesa de La Habana en una constituyente de facto. De acuerdo con lo firmado y concedido por Santos y de la Calle, no habrá cárcel para guerrilleros responsables de crímenes atroces como secuestros, masacres, reclutamiento de menores, abuso sexual a mujeres, y muchos otros. Esos guerrilleros, además, podrán ser electos desde concejales hasta presidencia sin siquiera lavarse sus manos untadas de sangre.

La JEP es considerada la joya de la corona, la almendra, el núcleo, en fin, lo más pétreo de los acuerdos de La Habana. Es la gran conquista de una guerrilla ya derrotada en el plano militar. Es vista así por las izquierdas y los amigos de una paz a cualquier precio, incluso, al de arrasar la Constitución y las instituciones. Pero, para las mayorías del país, las que ganaron con el NO el plebiscito de hace un año, es la corona de espinas con la que se inicia en forma el nuevo orden sonado por las guerrillas que no es otro que el de imponer en Colombia su modelo comunista, marxista leninista, su política de venganza contra el uribismo y todo aquello que huela a paramilitarismo y su verdad histórica que los dejará en el sitial de víctimas del sistema, perseguidos y excluidos que se vieron obligados a tomar las armas.

Así las cosas, la pregunta obligada es cuál ha de ser la alternativa para evitar que se consagre tal adefesio. Por fortuna se ha lanzado la propuesta que seguro tendrá amplio eco de convocar un referendo revocatorio de la JEP y de otros peligrosos decretos presidenciales y legislativos que amenazan  la vida de los colombianos.

Será necesario escudriñar otras opciones. Se me ocurre que es urgente conformar un equipo de juristas que se han destacado por sus críticos análisis sobre los acuerdos de paz, como Jaime Castro, José Gregorio Hernández y Jesús Vallejo, entre otros, para que preparen un alegato ante la Corte Penal Internacional con el fin de asuma sin mediaciones la investigación de los crímenes y delitos estipulados en su Estatuto ante la incapacidad o declinación manifiesta del gobierno Santos para hacerlo.

La Corte tendrá que responder, si es firme y leal con sus funciones y si va a hacer respetar sus competencias, pues de no hacerlo, un nuevo gobierno y unas nuevas mayorías en el Congreso, adversos al pacto golpista, podrían entrar a estudiar la renuncia a dicho organismo.

Sería una consecuencia lógica del mensaje que están dando al mundo Santos y las guerrillas, que no es como afirma el presidente un ejemplo de justicia transicional, sino todo lo contrario, un ejemplo de cómo violar los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y promover la impunidad con falsos disfraces.

Coda: Hace un año el gobierno Santos desconoció altivamente el resultado del plebiscito. Una democracia que se respete debe castigar con destitución y cárcel a quien así procedió.

LA JEP

Rodrigo Uprimny

Churchill dijo alguna vez que la democracia era la peor forma de gobierno... con excepción de todas las demás. En forma similar, creo que la elección de los magistrados de la JEP ha sido el peor proceso de selección de magistrados… con excepción de todos los otros que se han hecho en Colombia.

El proceso ha sido el más transparente que yo conozca (aunque hubiéramos deseado aún mayor transparencia): la inscripción era abierta, con reglas y plazos claros; las hojas de vida de los aspirantes y sus razones para postularse eran públicas para que la ciudadanía pudiera hacer observaciones; y, sobre todo, no se ha conocido ningún escándalo ni ningún intercambio de favores, como los que llevaron en años recientes a la nulidad de la elección del magistrado Ricaurte al Consejo de la Judicatura o de la reelección como procurador de Ordóñez.

El resultado es también muy bueno en términos de diversidad. 28 de 51 son mujeres, con lo cual es la primera alta corte con mayoría femenina. Más del 15 % son indígenas o afros, algo sin precedentes en Colombia. Y un porcentaje importante proviene de regiones.

La calidad individual de los integrantes es también notable. Algunos son ya muy conocidos públicamente, como Eduardo Cifuentes, quien tuvo un paso impecable por la Corte Constitucional. Otros son poco conocidos, pero su trayectoria y formación harían la envidia de cualquier tribunal. Por ejemplo, más de un tercio cuenta con doctorado, algo que no sucede en ninguna de las otras cortes.

No es cierta la crítica de que la JEP tendría un sesgo ideológico a la izquierda. Aunque hay algunos integrantes que vienen de organizaciones de derechos humanos, que algunos asocian a la izquierda, hay igualmente otros que vienen de la justicia penal militar, que otros asocian a la derecha, como el coronel Suárez, expresidente del Tribunal Superior Militar. La JEP es pues también filosóficamente un tribunal plural. Y en todo caso, de estos magistrados se espera que decidan con base en la evidencia y no en sus visiones ideológicas.

Obviamente el trabajo del Comité de Escogencia no fue perfecto. Algunos criticamos que no hubiera hecho público el peso que atribuyó a los criterios usados para pasar de los casi 2.000 inscritos a la lista corta de los llamados a entrevista, pues algunos aspirantes excelentes fueron excluidos, sin que supiéramos claramente las razones. Hubiera sido además deseable que, después de las entrevistas, hubiera habido tiempo para observaciones ciudadanas. Pero con todos sus defectos, este comité hizo la mejor selección de magistrados de una alta corte que se haya hecho en Colombia durante décadas. Y tenemos una JEP que, por su integración, tiene toda la capacidad de lograr un cierre jurídico digno a nuestra larga y dolorosa guerra.

(Por razones de transparencia, aclaro que Danilo Rojas, socio fundador de Dejusticia [aunque no participa en la entidad desde hace años], fue seleccionado en la JEP y que una de mis hermanas fue postulada por organizaciones de mujeres a la Comisión de la Verdad, que debe ser seleccionada por este mismo comité).

LA JEP

Lisandro Duque Naranjo

Hay algo que le está saliendo bien al Centro Democrático, y supongo que ellos en sus adentros lo valoran como importantes victorias en su quehacer contra el Acuerdo de Paz. Lo de “hacerlo trizas” está funcionando, solo que no de un viajado, sino quitándole un poquito acá, otro aquí, un pedacito más allá, y así, hasta volvernos a todos la vida a cuadritos. Ahora se les ha unido, despojado de máscaras, el tal Cambio Radical. Ya Vargas Lleras, desde que era vicepresidente y construía autopistas y casas, haciéndose campaña por derechas, iba soltando prendas: que lo de la JEP me gusta pocón, que eso de juzgar empresarios (que ahora se les dice “terceros”) no me suena, que lo de los militares es una vaina, y así. Ese hombre ha estado tres años saliendo de espaldas para que todo el mundo crea que está entrando. O todo el mundo no: mejor decir Santos de una vez.

Y el resultado de la fusión CD y CR —y claro que RCN— obtuvo que la composición final de la JEP fuera muy cautelosa. Tal vez demasiado ecléctica, aunque confío que ahí haya gente honorable y ojalá imprevisible. Aceptar las incógnitas es lo democrático. De momento se sabe que hay algunos del colectivo Alvear, gente imprescindible. Hay también personalidades muy activas en las regiones, en asuntos de derechos humanos, que tienen representatividad entre las minorías étnicas y las comunidades que han sufrido despojo, y que han sido toreadas en lugares donde la guerra no fue jugando mazotes. Yo cruzo los dedos para que, no conociendo casi a nadie, esos elegidos se crezcan cuando arrecie la tormenta que se avecina. En todo caso, juristas de ética aprestigiada en lo nacional, tipo Martha Lucía Zamora o Francisco Barbosa, no quedaron, al igual que otras personalidades intachables. Se nota que los seleccionadores dijeron: “no, ella no, ella es petrista, cuidémonos”. En cuanto a Barbosa, pensarían que iba mucho a Semana en vivo y se sentaba en el lado del eje del mal, “además es de la academia, y estudió en París, mejor no alborotar el avispero”.

Pero ni con tantas precauciones se salvó la JEP de la diatriba de quienes pudieran ser juzgados: con un radar macartista, detectaron que había quedado Rodolfo Arango, un ponderado jurista, al que amenazan con recusar cada que la JEP pronuncie una sentencia. Y todo porque hace tres años escribió tres tweets contra Uribe. Uno solo, entre 51 magistrados, les parece que los vuelve “sesgados” a todos. Y como nadie es más devoto que un converso reciente, los de Cambio Radical dicen que el organismo es “de izquierdas”. Quisieran que cada miembro de la JEP no hubiera dicho ni mu en esta vida. Que arrancaran de cero. Que todos tuvieran la conciencia limpia solo por no haberla usado jamás. El fiscal, entre tanto, para evadir entuertos bravos, como el de Odebrecht y el de Bustos, conspira contra el Acuerdo de Paz con puras chichiguas de inspector de policía, quemando tiempo. Hace poco desenterró una palabra achacosa contra el Acuerdo de Paz: su “pecaminosidad”. ¡Hombre! Se supone que el que decía esas bobadas ya se fue.

¿Será que para la Comisión de la Verdad y las 16 circunscripciones electorales de las organizaciones sociales, a los candidatos van a pasteurizarlos primero para evitarse tanta intriga? Para esa gracia que elijan de una vez a la Madre Laura, y que se las gane todas el Centro Democrático.

EL QUE DEBE Y NADA TEME

Nicolás Rodríguez
Con insistencia vuelven analistas y protagonistas de la vida política, del conflicto (y con más veras aún del posconflicto) al dicho radical y de reminiscencias talibanes que supone que el que nada debe, nada teme.

Las posibilidades que abre la Jurisdicción Especial para la Paz han llevado a que el viejo adagio se termine de popularizar como moneda corriente del debate político.

Es la vara que mide la justicia. Si usted nada debe, si está a paz y salvo por todo y con todos, no tiene miedo. Nada teme.

A Uribe, que se opone a la Jurisdicción Especial para la Paz, ya lo tildan algunos excombatientes de la guerrilla de miedoso. Algo debe si tanto teme.

La equivalencia entre una cosa y la otra es pegajosa. En condiciones religiosas totales, con una justicia más divina que terrenal, quizás habría espacio para el refrán que tanto se invoca. Algún dios todopoderoso se acordará de lo que debemos y vendrá a cobrarnos. Por tanto, tememos.

Incluso en la justicia ordinaria, de ser completa y universal, habría espacios para pensar que el ciudadano cualquiera que no tiene miedo es porque está libre de culpas. El Estado y su aparato judicial saben que nada debe. Otra cosa ocurre, sin embargo, con la justicia transicional. Que ni es divina ni es ordinaria. Por definición la jurisdicción para la paz es especial.

En esta, que es la justicia en la que mejor les va a las víctimas, no todos los que entran al cuarto de los que deben quedan inscritos en el de los que temen, como reza el slogan. Y quizás está bien que así sea. Acá no hay venganzas. Hay verdades que se construyen. Aunque se la usa actualmente como excusa para cualquier batalla política, la Justicia Especial para la Paz tiene un norte completamente diferente, sin castigos y de reconciliación.

DE GUSANOS Y DE TRIBUNALES

Mauricio Botero Caicedo

Insultando la memoria de todas las víctimas, la semana pasada las Farc, acompañados de un insignificante número de camaradas, decidieron celebrar el aniversario de Julio Suárez Rojas –alias Jorge Briceño o el Mono Jojoy–, considerado el más radical y sanguinario de los líderes de la organización guerrillera. La celebración por el aniversario de Raúl Reyes, presumimos, también es cuestión de semanas. Es pertinente recordar que el apodo Mono Jojoy (que se lo pusieron los mismos guerrilleros cuando Briceño dirigía el Bloque Oriental) viene de un gusano selvático, escurridizo y baboso, al que se le conoce como el “mojojoy”. Hasta donde se conoce, Briceño era hijo de una de las primeras mujeres guerrilleras, cocinera de Jacobo Arenas. Por lo visto, el servicio doméstico es tan necesario para la guerrilla como para la burguesía.

Para respiro de la inmensa mayoría de los colombianos, en el 2010 cayó abatido Jojoy por un ataque aéreo en la región de La Macarena. Los colombianos nunca deben olvidar que al asesino a quienes las Farc pretendían honrar tenía 62 órdenes de captura, 12 medidas de aseguramiento, cinco condenas, dos peticiones de extradición y 25 investigaciones preliminares. Si olvidamos y nos descuidamos, pronto vamos a ver en el Monumento a los Héroes en Bogotá, obra dedicada a la memoria de los soldados de los diferentes ejércitos que participaron en la Independencia, derribados los nombres de Bolívar y Nariño, y reemplazados por los del Mono Jojoy y Raúl Reyes.

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial se iniciaron los Juicios de Núremberg, cuyo objetivo era determinar la responsabilidad de los dirigentes nazis y sus crímenes contra la humanidad. Uno se pregunta si la famosa JEP, la Justicia Especial para la Paz, no está al borde de convertirse en un “Tribunal de Núremberg Invertido”, es decir, un tribunal que va a juzgar exclusivamente es a todos los que se opusieron a las Farc. La valiente periodista Salud Hernández Mora se hace las siguientes reflexiones: “No hay más que escucharlos y leer sus trinos después de la ignominiosa ceremonia de La Habana, para confirmar su nula (de las Farc) voluntad de admitir crímenes; solo quieren que les laven culpas. Se ríen del general Mendieta, amenazan con investigarlo; igual hacen con Belisario Betancur; le dicen a Pastrana que tendrá que responder por la masacre de Bojayá, que ellos cometieron; y advierten, entre otras cosas, que denunciarán la persecución implacable de las Fuerzas Militares. Pero eso no es lo perverso, lo preocupante es la letra menuda del acuerdo y los espacios en blanco que deberán rellenar los subversivos y su contraparte. Uno de ellos es que el tribunal estudiará casos de empresarios, agentes del Estado, paramilitares, subversivos, entre otros, tanto juzgados como no juzgados. Y pueden presentarlos la Fiscalía, las ONG y víctimas particulares, además de que será medio siglo de conflicto armado el período bajo la lupa, lo que diluirá la responsabilidad de las Farc y hará imposible conocer la verdad. En cuanto a los 20 años de prisión para los que no confiesen, no nos engañemos, no están pensados para los capos de las Farc, sino para empresarios, militares y policías, así como políticos de la oposición. Cuando a un grupo de torcidos, como las Farc, les encargan crear las reglas, solo podemos esperar un campo de juego minado de trampas” 

EL TIEMPO
¡ESTABA CANTADO!

María Isabel Rueda
La integración de la JEP plantea un grave déficit democrático.

Con un comité de escogencia compuesto por tres extranjeros, una química farmacéutica y un magistrado de una corte ‘sub judice’, la selección de los miembros de la JEP tenía que salir mal.

Afirmo que una posición política definida, de izquierda o de derecha, no inhabilita automáticamente a una persona para juzgar con independencia y ecuanimidad. Pero cuando se elige a un grupo de magistrados con un criterio de selección del que resultan casi todos con una determinada inclinación ideológica, lo mínimo que se puede pensar es que se escogieron deliberadamente así.
Está claro que el comité de escogencia seleccionó a unas personas en cuyo currículo aparecen vínculos con el Gobierno, unos más directos que otros, pero partidarios incondicionales de sus políticas y, con muy contadas excepciones, coincidiendo bajo el mismo sesgo ideológico. Ahí no se le abrió espacio a ninguna voz distinta. 
Sus defensores alegan, por el contrario, que lograron algo sensacional: integrar la JEP con una mayoría de mujeres, como si ser mujer fuera automáticamente equivalente a ser buena magistrada. La mayoría femenina no es la que da garantías a la JEP. Tampoco, que lo hayan integrado con representantes de la población indígena, de los afrodescendientes y de distintas partes del país. Los criterios de la representatividad y de igualdad de género han sido la gran defensa que hasta ahora hemos escuchado sobre dicha selección. Pero de ahí no pasa la defensa. Esos dos criterios no deben primar sobre el de la excelencia, cuando se trata de integrar un tribunal que impartirá justicia.
Pero el problema no es ese. Consiste en que el tribunal de la JEP no refleja las distintas visiones de los colombianos frente al acuerdo suscrito entre el Gobierno y las Farc. En eso presenta un complicado déficit democrático. Y por ello amenaza con trasladar, con cero reconciliación, la confrontación de la lucha armada al escenario judicial. 
Veamos casos particulares. Varios de los elegidos han tenido poderes de gente de las Farc detenida en las cárceles. Pasarán de ser sus abogados a sus jueces. Figuran también magistrados que han acusado al expresidente Uribe de ser un genocida. Aunque Uribe está excluido de la competencia del tribunal, no lo está el resto del uribismo, cuyas actividades políticas seguramente serán analizadas por sus magistrados. Uno de ellos que así ya ha opinado en las redes sociales está inmerso en una gigantesca inhabilidad. Ya falló.
Hay gente que viene de ONG especializadas en lograr que condenen a la Nación colombiana en los organismos internacionales por las barbaridades de los grupos al margen de la ley, como el Alvear Restrepo. Así sea llevando víctimas falsas, como ocurrió con la masacre de Mapiripán. No hay ninguna posibilidad de que un magistrado salido de ahí prefiera proteger los derechos del Estado y de los colombianos que los del victimario.
También está la lista de los contratistas, encabezada por el exministro y coautor de la JEP, Yesid Reyes, con un contrato por valor de 267 millones de pesos. La propia presidenta del tribunal, la doctora Patricia Linares, tiene aún vigente otro por 106 millones de pesos. En esa situación se encuentran varios. Es obvio también que a un tribunal de magistrados-contratistas le dará brega producir fallos independientes. 
Otro común denominador es la escogencia de integrantes de ONG especializadas en derechos humanos. No es que de ellas no pueda salir eventualmente un gran juez, como los hay, pero tampoco podemos soslayar el hecho de que el mundo está lleno de vividores de los derechos humanos, algunos de los cuales serán magistrados de la JEP.
No somos un Estado fallido. No merecíamos que el comité de escogencia de la JEP terminara integrado por extranjeros y farmaceutas, porque sus resultados eran previsibles. Pero también está acordado desde La Habana que ninguno de sus 5 miembros responde ni política, ni penal ni fiscalmente. Llegaron, cobraron, escogieron, y chao. Ahí les dejamos su JEP. Para que Montealegre la reglamente y Santos la ponga a andar a decretazos. 
Entre tanto... Muy bien el ministro Luna, de las TIC. Ya llegó a mil zonas gratis de wifi entregadas.

URIBE
EL ESPECTADOR
SEGURIDAD DEMOCRÁTICA DE BÁEZ

Yohir Akerman

En el contexto de la negociación de paz entre el gobierno del expresidente Andrés Pastrana y las guerrillas de las Farc y el Eln, el Bloque Central Bolívar de las Autodefensas Unidas de Colombia creó un movimiento que se llamó “No al Despeje”, que terminó convirtiéndose casi que en un movimiento político por la atención que recibió y la movilización que produjo.

El movimiento era dirigido por Iván Roberto Duque, alias Ernesto Báez, quien terminó escribiendo un libro con sus ideas en el que se presentaba una propuesta de plan de desarrollo para el país con enfoques políticos, económicos y sociales.

El libro publicado a finales del año 2000 se titula: Pensamiento social y político del Bloque Central Bolívar de las Autodefensas Unidas de Colombia, un aporte reflexivo en el arduo camino hacia la paz y registra los siguientes aliases como los autores del texto: Javier Montañez, Julián Bolívar, Pablo Sevillano y Ernesto Báez de la Serna. 

Unas eminencias literarias.

El libro, que es un ladrillo mediocremente escrito con unas ideas radicales de derecha, aparentemente tuvo un juicioso y notable lector que sería el siguiente presidente de la República: Dr. Álvaro Uribe Vélez.

Así lo plantea la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, que dio a conocer una sentencia del 11 de agosto de este año contra 32 jefes paramilitares del Bloque Central Bolívar, en la que se establece que el programa de gobierno del expresidente Uribe, titulado “Plan Nacional de Desarrollo 2002 - 2006 Hacia un Estado Comunitario”, contiene conceptos y narrativas que tienen identidad con el libro escrito por las autodefensas. 

Vamos por partes.

Los dos textos plantean una reforma regulatoria en el sector minero y un plan de desarrollo para la infraestructura minera nacional utilizando las mismas herramientas. Incluso, ambos documentos esbozan un modelo de desarrollo estatal a partir de la inversión privada y extranjera en distintos sectores de la economía, utilizando primordialmente el petróleo, la minería, la infraestructura vial y la agroindustria como motores. 

Hasta ahí nada fuera de lo normal.

Pero, cuando se hace un análisis más detenido, las coincidencias aumentan. En ambos documentos se utilizan las mismas palabras, por ejemplo, en el análisis que ambos textos hacen sobre el campo.

La biblia de los paras, escrita por Báez, consigna en su página 49 que “como elemento importante el Plan de Desarrollo asume la exigencia de replantear el modelo de desarrollo rural y las estrategias de la lucha contra la pobreza y la falta de equidad. Se aborda la ruralidad a partir de un enfoque multifuncional y multisectorial, que trasciende la dimensión puramente económica, y reconoce la sinergia entre el campo, las regiones y los centros urbanos”.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo de Uribe en su página 225 dice: “El desequilibrio entre el campo y la ciudad exige replantear el modelo de desarrollo rural y las estrategias de lucha contra la pobreza y la falta de equidad. El manejo social del campo aborda la ruralidad a partir de un enfoque multisectorial y multifuncional que trasciende la producción agropecuaria, reconociendo la sinergia entre el campo, las regiones, los centros urbanos y las áreas metropolitanas”.

Pero no para ahí.

En la página 23 del libro de Báez se cita: “Para el año 2000, los habitantes del campo mayores de 15 años sólo alcanzan un promedio de 4,4 años de escolaridad frente a 8,4 en las ciudades”.

Mientras que en la página 221 del Plan de Desarrollo de Uribe se establece: “En el 2000 los habitantes del campo mayores de 15 años alcanzaron un nivel de escolaridad promedio de 4,4 años”.

Casi las mismas palabras.

Al igual que en la página 24 del diario de los paramilitares se argumenta: “En efecto, la tasa de desempleo en el 2002 alcanzó el 11,5%, mientras que en el 2000 era de 10,4% y en 1991 de 4,76%”.

En la página 221 del programa de Uribe se especifica: “En el 2002 el desempleo rural se situó en el 11,5%, cifra casi 3 veces superior a la registrada en 1991”. 

Sobre estas y otras casualidades narrativas identificadas en ambos textos, alias Ernesto Báez, en una audiencia libre realizada el 3 de julio de 2014, aseguró que estaba muy seguro de que su libro había llegado a manos del expresidente Uribe. Fulminante.

“Yo estoy en un 99,9999% convencido de que el libro (Escenarios para la paz) sí le llegó al gobierno del doctor Uribe Vélez, lo que yo no puedo afirmar es que haya sido fuente de su documento oficial”. 

Ahora bien, aclara Báez que el programa de gobierno de Uribe no fue utilizado como fuente para la elaboración de su libro, ya que él y su grupo lo empezaron a escribir en 1997 y lo publicaron en el 2001, mientras que el programa de gobierno de Uribe se conoció en el 2002.

Con esto se puede concluir que el gobierno del presidente Uribe usó unas interesantes fuentes para estructurar su programa estrella de donde salió la Seguridad Democrática. Una de esas fuentes fueron los paramilitares.

POLITICA

EL ESPECTADOR

DE ESPALDAS AL INCENDIO

Hernando Gómez Buendía
El principal problema de Colombia es Venezuela. Y sin embargo este problema les queda tan grande a nuestros dirigentes que todos ellos prefieren no mirarlo.

En efecto: no hay que ser alarmista para entender que Venezuela va camino de una guerra civil o de una dictadura estilo Cuba (tal vez de ambas).

—Aunque Maduro, la oposición y los países mediadores tengan que insistir en encontrar un acuerdo, las diferencias son sencillamente inconciliables, y el chavismo más tarde o más temprano acabará por “defender la revolución con las armas”. Esta es la guerra civil.

—La “revolución” venezolana no puede volver a la economía de mercado, así que ante la crisis de abastecimiento tendrá que ser cada vez más estatista. Esta será otra Cuba.

La salida que muchos esperan o desean sería un golpe militar contra el chavismo. Pero los militares son los consentidos del régimen (tienen 11 de los 30 ministros), y un conato de golpe dividiría a las fuerzas militares. Otra versión de la guerra civil.

La intervención militar de Estados Unidos es impensable, o implicaría un Vietnam en América Latina…

Así que quedan las opciones de la guerra civil o de otra Cuba.

Las consecuencias para Colombia serán más y más graves: crisis humanitaria y social en las fronteras; migración masiva de venezolanos; exportaciones perdidas; criminalidad binacional rampante; narcorrutas hacia Estados Unidos que revivan los carteles colombianos; apoyo militar al Eln o apoyo financiero al populo-chavismo colombiano; escaramuzas militares… e incluso guerra por el golfo como recurso final de un dictador acorralado (así pasó con Galtieri en Argentina).

Siento decir que estas no son fantasías infundadas, sino eventos casi inevitables, o altamente probables, o cuando menos lo bastante factibles como para que los gobernantes y dirigentes de Colombia estuvieran dedicados a pensar cómo afrontarlos.

Pero en vez de eso hemos tenido tres reacciones inútiles y mezquinas:

—La del “castro-chavismo” como bandera electoral. Esta estrategia del uribismo y de Vargas Lleras seguramente producirá muchos votos, pero de mala fe ignora el detalle de que la amenaza inmediata y real para Colombia no es un gobierno de izquierda, sino el derrumbe total de Venezuela.

—La de los otros candidatos, que no han dicho nada sobre el problema más grave que tenemos, o se limitan a la babosada de un “fondo humanitario”. O —en el caso de Petro— a defender a Maduro… y darles cuerda a los del “castro-chavismo”.

—La de Santos, que (otra vez) pasó de mejor amigo a peor enemigo de Maduro, pero lo hizo para evitar que Uribe lo liquide por “castro-chavista” en el 2018, y no para preservar los intereses superiores de Colombia.

Es muy sencillo: los discursos de Santos no sirven para nada en Venezuela.

Cuando se incendia el principal país vecino, un presidente responsable juega con toda frialdad a las dos cartas y se prepara con toda seriedad para los coletazos. Es lo que hicieron México y Costa Rica con las guerras de Centroamérica, Francia con la España de Eta, Pakistán con Afganistán e incluso Venezuela o Ecuador con las Farc en Colombia.

Pero nuestros dirigentes no agarran ni una.

LEJOS DE LOS EXTREMOS

Héctor Abad Faciolince

Llevo más de un año tratando de terminar una novela que inicialmente se llamaba El centro, pero que finalmente, de un modo menos enfático, titulé Tal vez el centro. A veces pasa que las novelas se te escapan de las manos, como arena entre los dedos, o que su idea central se diluye, como un sueño, y es posible que Tal vez el centro no termine en nada o más bien quede, como dicen en España, en agua de borrajas. La novela, en todo caso, quería ser un homenaje al centro de las ciudades, al centro político, al intento de centrarse en algo verdaderamente importante para la propia vida: un buen trabajo, un buen amor.

La primera imagen de la novela tiene que ver con un muchacho que, en medio de los peligros del tráfico de una ciudad latinoamericana, se dirige al centro en bicicleta. Cualquiera que haya montado en bicicleta sabe que para mantener el equilibrio sobre esta máquina perfecta hay que hacer dos cosas: avanzar, y no dejarse ir ni a la izquierda ni a la derecha. Hay sin duda un vaivén a estos dos lados, pero el buen ciclista está corrigiendo todo el tiempo la tentación de ambos extremos, para no caerse. A este joven del libro lo intenta atracar un muchacho pobre, por la izquierda, con un cuchillo, pero consigue escapar, y también está a punto de que lo mate una enorme camioneta polarizada que se arroja contra él, por la derecha, pues según su arrogante chofer, el joven en bicicleta le impide llegar más rápido a su destino.

Este muchacho, en la novela, se llama Sergio, y su nombre quería ser un homenaje a un no político, o a un político atípico colombiano llamado Sergio Fajardo. A mí no me gusta tener amigos políticos y, en general, les saco el cuerpo todo lo que puedo. Pero yo empecé a ser amigo de Fajardo cuando él era profesor de lógica matemática y todavía no lo había picado el virus de la política. Después lo he seguido y apoyado desde que intentó ser alcalde de Medellín, y perdió la primera vez, hasta que intentó ser presidente de Colombia, y también perdió la primera vez. Si era amigo mío antes de ser político, ¿por qué iba a dejar de serlo después, cuando quiso escoger ese ingrato camino de la vida? No he trabajado con él, no he tenido ningún contrato con él, no me dio ni un solo gramo de mermelada cuando fue alcalde o gobernador; solo una vez le pedí que me ayudara a encontrarle puesto a mi esposa, como maestra de inglés para niños, y no me ayudó… Así que no me debe ni le debo nada, y me sigue gustando mucho como un político raro, honrado, de centro, centrado y trabajador.

Por eso celebro tanto esta encuesta que acaban de publicar Semana, Caracol TV y Blu Radio, hecha por Invamer para ellos. La encuesta fue presencial, rural y urbana, y parece muy seria. Y la encuesta, de algún modo, declara que buena parte del electorado colombiano está harto de los extremos, harto de la ira, harto de la polarización: sediento de centro. Los candidatos de centro (Fajardo, Claudia López, Humberto de la Calle) recogen resultados muy alentadores. Ladeado hacia la izquierda queda Petro, y a la derecha, Vargas Lleras e Iván Duque. Pero el ganador neto de esta encuesta, a poco más de siete meses de las elecciones, es Sergio Fajardo. Es el que más crece, casi duplica a sus contrincantes más cercanos, y gana en todos los escenarios planteados para la segunda vuelta, sea cual sea su contrincante.

¿A qué se debe esto? A que ha sabido mantener el centro: no insulta, no calumnia, no polariza. Plantea planes y soluciones. No es extremista ni populista, sino realista. Sus banderas negativas son contra la corrupción y el clientelismo. Las positivas, por la educación, la ciencia, la equidad y el emprendimiento. Una anécdota: hace ocho años Fajardo se cayó de la bicicleta y se quebró el fémur. No recuerdo si el derecho o el izquierdo. Desde entonces mantiene el centro con más pasión y cuidado que nunca. No se inclina ni a un lado ni hacia el otro para insultar. No contesta las calumnias. Por eso sigue avanzando. Por eso va a ganar.

¿SE REPITE LA OLA VERDE?

Luis Carvajal Basto

En la encuesta de Invamer Fajardo les gana a todos, pero la pregunta central, para un análisis, no trata de quien va punteando en las encuestas sino quienes pasaran a segunda vuelta. La siguiente pregunta es si se desinflará, o no,  como le ocurrió a Mockus con la  Ola Verde.

Vale ahora recordar que Antanas Mockus alcanzó, en la elección de 2010, un 40% en la intención de voto en la primera vuelta, con el voto fraccionado entre los, entonces, seis candidatos más notorios. Para la segunda logró llegar al 53% en varias encuestas. Sin embargo en elecciones apenas logró 22% en la primera y 28% en la segunda. ¿Pasará lo mismo  con Fajardo?

El creciente respaldo en la opinión, sin que apenas se conozcan sus propuestas, indica que Fajardo se está convirtiendo en un referente, en el imaginario popular, de las emociones y sentimientos de gran parte de la ciudadanía que rechaza los últimos escándalos de corrupción. Su crecimiento en las encuestas es inversamente proporcional a ellos. De Mayo a septiembre duplicó su intención de voto.

Yendo al detalle, se revela que Fajardo “conquistó” el voto de opinión en Bogotá, donde le gana a Petro y casi triplica a Vargas Lleras; arrasa en el centro del país y la zona cafetera y sus asignaturas pendientes son la Costa y el voto rural. Aun así gana en todos los escenarios y lo haría en una elección general.

Si las elecciones fueran hoy Fajardo (27.7%) y Petro(17.5%) pasarían a segunda vuelta, pero para eso falta tiempo y acontecimientos políticos por suceder.

La encuesta hace un análisis de escenarios y  posibilidades de eventuales alianzas. De acuerdo con ellas Fajardo ganaría la consulta de los verdes y cualquier otra, sobrepasando a candidatos como Clara López, Juan Manuel Galán y De la Calle. Si este último fuera escogido como candidato Liberal y en marzo se realizara otra consulta con los verdes para buscar un candidato único, también perdería con Fajardo, pero esa consulta coincidiría con las parlamentarias, vale recordar, máximo escenario de nuestra política real y sus organizaciones.

En esta encuesta, como en otras,  se confirma  que  Iván Duque, en el entorno del ex presidente Uribe, es el más popular pero Martha Lucia Ramírez, no tan cercana, sería su carta más fuerte. En una eventual segunda vuelta también perdería con Fajardo pero le ganaría a Petro o Vargas Lleras.

Por los lados de Petro, cayó un 29% en la intención de voto desde marzo, al pasar de 14.2 % a 10.4%.Pero la novedad con Petro no es su caída en las encuestas; es un adefesio convertido en  Ley con profundas implicaciones que le afecta.

Siguiendo las reglas no escritas  de la política, el congreso aprobó recientemente  una Ley  cuyas consecuencias han pasado inadvertidas, la 1864 del  17 de agosto pasado, que  saca a Petro del juego en una maniobra lamentable para la democracia, aun para quienes no hemos estado de acuerdo con su populismo y  sus posturas políticas. Dice la Ley: “Artículo 5. Adiciónese el artículo 389A a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: Artículo 389A. Elección ilícita de candidatos. El que sea elegido para un cargo de  elección popular estando inhabilitado para desempeñarlo por decisión judicial, disciplinaria o fiscal incurrirá en prisión de cuatro (4) a nueve (9) años  multa de doscientos (200) a ochocientos (800) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”  

Se trata, claramente, de  un artículo anti Petro, pudiendo convertirse en uno anti Fajardo o anti cualquiera que hubiese desempeñado un cargo público. Mal; mucho peor, cambiar las reglas antecitos de elecciones. ¿Cuáles serán sus consecuencias políticas? ¿Cómo reaccionará la opinión ante semejante maniobra? ¿Alguien contará quien fue su promotor?

Así las cosas nos encontramos ante un fenómeno electoral indiscutible que, sin embargo, tiene antecedentes en el auge y caída de la ola Verde. Fajardo debe tener aprendida una lección, pues fue vicepresidente de Mockus en 2010: en Colombia el voto de opinión no es suficiente y necesitará respaldo de la política real, vale decir los políticos de oficio, si no quiere repetir la historia.

SEMANA 

PREJUICIOS

María Jimena Duzán

La guerra con las Farc se desactivó, pero en las mentes de los colombianos siguen vigentes todos los prejuicios que alentaron el conflicto.

Se acabaron los partidos en Colombia, pero los egos, los prejuicios, la depuración, el desprecio por el otro y la estigmatización siguen gozando de buena salud.
La política quedó desprovista de cualquier racionalidad y pasó a ser regida por el mundo de las emociones, que es el sustento donde abrevan los populismos.
Ni siquiera el partido naciente de las Farc ha quedado exento de este mal. El solo hecho de que hubieran decidido dejarse el mismo nombre es ya un acto de exclusión consciente, dirigido expresamente a preservar la pureza de su estirpe.

Da la impresión de que a este nuevo partido no le interesa hablarle al país, sino cerrar filas para impedir que sus bases se contaminen con el afuera, y que desprecia cualquier contacto con sectores de la sociedad que no pertenezcan a las organizaciones de masas.
En lugar de abrirse como un pavo real, las Farc decidieron hundir la cabeza en la tierra al igual que el avestruz, dando a entender que para ellos cualquier apertura o inclusión de nuevos escenarios es el camino hacia su perdición y a la claudicación de su fe marxista. 
Despreciar esa interlocución con el país es un error que no debería cometer el nuevo partido de las Farc. Y me temo que con homenajes al Mono Jojoy, que afectan la dignidad de las víctimas y que desconocen lo que ese nombre significa para muchos colombianos que padecieron sus métodos de violencia, le va a quedar muy difícil a ese nuevo partido conquistar un espacio importante en la política colombiana. 
El uribismo, que funciona más como secta que como partido, ya nos ha mostrado algunos atisbos de cómo es que pretenden depurar y limpiar la política en Colombia si llegan al poder. Si ganan las próximas elecciones, lo más probable es que instituyan el delito del ‘look guerrillero’ para que las esposas de los senadores del Centro Democrático no tengan que pasar por el desagrado de sentarse al lado de un excombatiente de las Farc o de alguien que se atreva a vestirse como ellos.

Probablemente no se podrá volver a entrar en un avión con una cachucha roja, ni portar camisetas alusivas a la revolución, ni mucho menos llevar una mochila. Quienes lo hagan serán considerados una amenaza pública, indignos de la Colombia de bien que ellos representan. 
Hasta podrían crear un mundo feliz en el que haya un universo de aerolíneas, líneas de buses, de bicicletas solo para los colombianos puros de casta, que sigan al pie de la letra los prejuicios impuestos por la derecha radical y otro para que transite la escoria. Es decir, para los indeseables: para los que usen cachucha roja; para los que hayan sido guerrilleros y quieran rehacer su vida; para los que tengan ideas distintas a las suyas; o peor, ¡que tengan ideas de izquierda! o apoyen el pacto del Colón y por eso sean señalados de tener un peligroso ‘sesgo ideológico’.

La guerra con las Farc se desactivó, pero en las mentes de los colombianos todavía siguen vigentes todos los prejuicios que alentaron el conflicto. El odio macerado que se percibe en las frases de un Jesús Santrich es parecido al odio primario que impulsó a la esposa del senador Ramos Maya a matonear a un colombiano porque a ella le pareció que era un excombatiente de las Farc.
Hay que desactivar todos esos odios enconados antes de que nos carcoman, para que la política vuelva a ser el vehículo de las ideas y no de la cizaña.

EL TIEMPO
NUEVA REPÚBLICA

Rudolf Hommes
La propuesta es que este gran cambio sea para fundar una república, libre, regional e incluyente.

El discurso de Humberto de la Calle en la convención liberal responde a las prioridades expresadas por la opinión pública y a las numerosas críticas que se le han hecho al sistema político clientelista en el cual ha figurado prominentemente el Partido Liberal. De la Calle propone construir una nueva república a partir de un modelo político que abandone las prácticas políticas vigentes y no tolere la corrupción ni la pobreza “como destino(s) implacable(s)” para los colombianos.

El candidato presidencial les plantea al país y al liberalismo asumir la política como “territorio para construir... una sociedad justa donde quepamos todos”, que es “lo más preciado que tenemos, además de la vida”. Una vez superadas las guerras, él propone enfrentar lo que considera el mayor desafío de nuestra historia, que es “resolver la enorme brecha entre pobres y ricos que hoy nos caracteriza”.
“Como nunca antes, el país requiere una forma distinta en que todos los ciudadanos se relacionen con el Estado y sus instituciones... Es urgente cambiar de raíz la forma como desarrollamos la actividad política... que es una de las principales causas sobre las cuales prolifera la corrupción que nos carcome... No podemos seguir un día más concibiendo lo público como un territorio de enriquecimiento personal, ni mucho menos para el desaforado saqueo... No podemos seguir condenando a los colombianos a que utilicen las palancas para conseguir un empleo, una cama en un hospital o un cupo en un colegio”. 
“La relación entre el Gobierno y el Congreso debe ser... dentro del marco de la separación de poderes. Es necesario erradicar el perverso comercio de estímulos ilegales (para los parlamentarios) a cambio de aprobación de leyes... Cero tolerancia con el clientelismo y la incidencia de los políticos en la contratación estatal”, que hoy se adjudica mayoritariamente a dedo. 
Sobre estas bases, De la Calle le propone al liberalismo recuperar su liderazgo como impulsor de las transformaciones más importantes, “siempre en el marco de unos principios bien definidos..., en defensa de las libertades civiles, de los derechos humanos, de la libertad económica y del respeto de las ideas ajenas, siempre guiado por el principio de no discriminación y de protección de las minorías”. Ese liberalismo busca igualar las oportunidades de todos para alcanzar mayores niveles de ingreso, bienestar y felicidad.
En las elecciones que se avecinan está amenazada la sociedad moderna, pluralista e incluyente que hemos construido parcialmente hasta ahora. De la Calle invita al liberalismo y a los demás que lo quieran seguir a que defiendan lo que hemos alcanzado como sociedad y se les devuelvan a los colombianos la confianza y el optimismo. Es consciente de que estos cambios requieren un enorme esfuerzo de reorganización y administración para resolver los problemas que aún condenan a buena parte de la población a la pobreza. Se necesita un Estado que se ponga de inmediato en la tarea de resolver prioritariamente los problemas de necesidades básicas de la sociedad. “Solo podremos tener una sociedad segura y sostenible si cerramos las brechas crecientes en equidad y desarrollo... Debemos acelerar la paz para liberarnos definitivamente de los miedos... y transformar la energía de guerra en energía de paz” para acelerar un gran cambio económico, político y social.
La propuesta es que este gran cambio sea para fundar una nueva república libre, regional e incluyente, que privilegie la producción y el empleo, no la especulación. Una sociedad en la que la educación sea el principal bien común y esté al alcance de todos, en la que los principios fundamentales sean la libertad, la igualdad de oportunidades y el progreso material con justicia social.

EL ESPECTADOR

ESPACIO RESERVADO PARA LAS PRIMERAS DAMAS
Orlando Cadavid Correa 

Acaba de arribar a la cumbre de sus 104 años doña Cecilia Caballero Blanco, la viuda del expresidente Alfonso López Michelsen.

Esta admirable muestra de longevidad nos da pie para ocuparnos de un manojo de las primeras damas que tuvo el país en tiempos pretéritos.

La pareja se desposó en Bojacá, Cundinamarca, el 23 de octubre de 1938 y tuvo tres hijos: Alfonso, Juan Manuel y Felipe.

El cumpleaños de la llamada “Niña Ceci” por poco coincide con el deceso, en Bogotá, de doña María Cristina Arango de Pastrana, esposa del finado expresidente Misael Pastrana Borrero y progenitora del también expresidente Andrés Pastrana Arango.

Otra casualidad: doña Nidia Quintero de Turbay, ex esposa de su tío materno, el expresidente Julio César Yurbay Ayala, le cedió en agosto último  el liderazgo de su Fundación  “Solidaridad por Colombia” a su nieta Maria Carolina Hoyos Turbay.  El matrimonio fue anulado, por razones de consanguinidad, por la curia romana, después de haber tenido cuatro hijos y tres nietos. La disolución recibió en el Vaticano la bendición del papa Juan Pablo II.   La ex primera dama contrajo segundas nupcias con el ex designado Gustavo Balcázar Monzón.  Y el expresidente se casó ulteriormente con doña Amparo Canal viuda de Rodríguez, quien en su soledad suele incurrir en poesía.

El entonces presidente Guillermo León Valencia se convirtió el 19 de mayo de 1964 en el primer mandatario colombiano en  enviudar hallándose en el ejercicio del poder, al fallecer su esposa doña Susana López Navia, en sus aposentos del Palacio de San Carlos, tras prolongada enfermedad. El Hidalgo de Paletará, quien transitaba por la mitad de su cuatrienio,   no quiso reincidir matrimonialmente hablando.

De nuestro apuntador electrónico: Así como el presidente Ospina Pérez tuvo su Berta (Hernández) el presidente Lleras Camargo tuvo su Berta (Puga)… El presidente Lleras Restrepo se craneó la “Ley Cecilia” para homenajear a su media naranja que lideraba el recién nacido Instituto Colombiano de Bienestar Familiar… El general Rojas Pinilla mantuvo un matrimonio muy estable con doña Carola Correa… Lo propio hicieron el ex presidente Barco Vargas con doña Carolina Isacson y el ex presidente Pastrana Arango con doña Nora  Puyana… Un tiempo después de fallecer su esposa Rosa Helena Alvarez, el ex presidente Belisario Betancur se casó con la artista venezolana Dalita Navarro…  El expresidente Ernesto Samper se casó muy joven (a los 22 años) con Silvia Arbeláez, matrimonio del  cual nació Andrés Samper Arbeláez. Posteriormente se casó con Jacquin Strouss Lucena, y de dicha unión nacieron Miguel Samper Strouss y Felipe Samper Strouss. El presidente Santos se casó primero con Silvia Amaya, en Londres, y luego con la actua{ primera dama María Clemencia Rodríguez, “Tutina”, ex esposa de Cristian Toro, hijo  de un notable publicista paisa. La pareja presidencial tiene 3 hijos: Esteban, Martín y María Antonia.

La apostilla: En la primera unión matrimonial de Santos no hubo descendencia, pero en la segunda alianza epistolar aterrizaron tres párvulos. Todo parece indicar que el presidente no cree en el viejo aforismo, según el cual, “nunca segunda partes fueron buenas”, así sea con Uribe a bordo.   

NARCOTRÁFICO
EL ESPECTADOR

DE SUSTITUCIÓN, NI PÍO

Alfredo Molano Bravo

En un reciente reportaje –muy mentado, por cierto–, el embajador de EE. UU. afirmó que están sinceramente “interesados en ver el problema (del narcotráfico) desde las raíces… de darle a esta gente ya involucrada en la economía cocalera una manera digna, lícita, para ganarse la vida”. Un gran propósito, sin duda. Pero para EE. UU. la raíz es simple: los campesinos están “cautivos de las organizaciones ilegales”. Cuando un problema tan profundo como los cultivos de uso ilícito se identifica con el narcotráfico, se llega a esa malhadada conclusión: los narcos son empresarios mafiosos del dinero sucio, que tienen presos a los campesinos. La raíz es el mal, y el mal sólo se puede liquidar con la fuerza del bien, la represión: extradición y fumigación.

El embajador se desmonta por las orejas. Reconoce que es necesaria la sustitución de cultivos, pero que su gobierno no se puede meter en eso porque en ese programa están involucradas las Farc, consideradas una fuerza terrorista. Para sustituir los cultivos —dice— está Rafael Pardo, ministro del Posconflicto.

Rafael Pardo, a quien elogié cuando fue nombrado ministro de Defensa; critiqué siendo Consejero de Paz y director del Plan Nacional de Rehabilitación, encargado en ese entonces de la erradicación y la sustitución, fracasó en el intento de liquidar a las Farc con la toma de Casaverde y fracasó también con la erradicación y la sustitución de los cultivos de coca y amapola. Y hoy nada ha hecho por ir a la raíz del problema: el endeudamiento de los colonos con los comerciantes, la falta de vías, la falta de precios de sustentación, la falta de crédito, la falta de títulos de propiedad, la falta de protección del Estado sobre sus tierras.

En sustitución poco ha hecho el Ministerio del Posconflicto. Casi nada. Programitas sueltos, incoherentes, manejados con ilusiones y demagogia barata. Sobre erradicación se muestran cifras infladas, cifras políticas, con la esperanza de que Trump no descertifique al país, pero poco se puede mostrar de la sustitución, que es la única acción que puede llegar al origen del problema. Más aún, hasta se dice que la sustitución es la base de la erradicación. Válido. Cierto. Justo. Pero de ahí a que se siembre una platanera a cambio de una cocalera hay mucho trecho. Se publicitan programas de sustitución y hasta han aparecido fotografías de Pardo arrancando una mata de coca —que parecería que está haciendo un approach de golf— mientras Eduardo Díaz mira con cierto escepticismo. Más aún, el Gobierno publica cifras del número de acuerdos de sustitución firmados, pero no puede mostrar un solo número —ni siquiera de un dígito— de programas exitosos donde hubo coca y ahora hay, por ejemplo, yuca, plátano, arroz, maíz, vacas, conejos. Cualquier cosa. ¡Nada! ¡No es cierto que se esté sustituyendo! No es lo mismo presentar listados larguísimos de familias comprometidas con erradicación que mostrar familias beneficiadas efectivamente por uno de esos programas, que sólo existen en los computadores del Ministerio del Posconflicto.

La realidad, señor embajador, es que sin sustitución no hay erradicación, ni voluntaria ni forzada.

RELACIÓN EE.UU.-COLOMBIA, ¿NUEVAMENTE NARCOTIZADA?

José Manuel Restrepo

Sorprendieron al país entero las expresiones del presidente de los Estados Unidos cuando amenazaba a Colombia como un país que podría ser descertificado si no lográbamos controlar cuanto antes el incremento en los cultivos ilícitos. Y este mensaje sorprendió, porque ha habido un esfuerzo grande de la policía y del ejército en la lucha contra la producción de droga, a pesar de las dificultades de muchas cifras recientes que no respaldan con resultados el esfuerzo realizado. Pero sorprenden en el marco de un momento en el que el país ha avanzado en esta relación diplomática con EE.UU. y que creíamos, ya se había superado la narcotización de las relaciones.

El esfuerzo diplomático posterior a esta declaración, sumado a la presencia del presidente en Nueva York, seguramente llevaron a que el subsecretario de Estado de EE.UU. para asuntos de Narcotráfico, William Brownfield, matizara las iniciales declaraciones del presidente Trump. Algunos otros interpretan esta declaración como un mensaje personal de Brownfield a algunos días de dejar su cargo y en señal de amistad con Colombia.

Pero sorprendieron también las reacciones de algunos en el gobierno y de muchos columnistas y medios que quisieron simplificar el problema de fondo que está posiblemente implícito en el fuerte y quizás inapropiado mensaje de EE.UU. Esta reacción, así como no puede dejar de reconocer los esfuerzos y sacrificios que ha tenido el país en la lucha contra la producción y distribución de la droga, tampoco puede esquivar el avance de las 60.000 hectáreas de coca que teníamos en el 2010 al histórico dato de 188.000 que tuvimos en el año 2016. Un crecimiento del 200 % en seis años, que nos ubica de nuevo como el primer productor de coca del mundo.

Pero así como del lado de la oferta hay una responsabilidad, también la hay del lado de la demanda. El problema de la droga no es sólo de hectáreas producidas, sino de gramos consumidos, y allí sin duda EE.UU. tiene igualmente una responsabilidad. De hecho, el consumo en el mundo ha pasado de 226 millones de consumidores en el 2010 a 247 millones en el 2014. Discusiones entonces como la legalización universal del consumo y serias campañas de prevención, aparte de otras dirigidas a la familia y a la juventud, merecen ser estudiadas para por lo menos reconocer que la política antidrogas a nivel universal ha sido un fracaso tanto en oferta como en demanda.

Pero dicho esto y de nuestro lado, las posiciones de “patriotismo lastimero” tampoco ayudan al problema. No es suficiente como el niño chiquito esconder nuestra propia debilidad con la de otro. El incremento de cultivos es aterrador y merece ser atendido.

Entre otras, porque superando la reacción de Trump, este es un asunto muy importante en las relaciones con EE.UU. Basta revisar el reporte independiente realizado por el muy serio centro de investigaciones Atlantic Council, que bajo la conducción de un congresista líder republicano y otro demócrata, y antes de la llegada de Trump, venía realizándose y que se publicó en mayo de este año bajo el título “A Roadmap for US Engagement with Colombia”. En dicho informe, que tuvo participación de líderes públicos y privados de lado y lado y de distintos espectros políticos, se llega a la conclusión de que es necesaria una nueva visión en la relación EE.UU.-Colombia que considere los avances en los temas de paz en Colombia, el incremento en los cultivos de coca, la incertidumbre con el Eln, así como la nueva realidad norteamericana.

De dicho informe queda claro que el apoyo a Colombia no puede ser “un cheque en blanco” y debe incluir resultados efectivos. Incluso dentro de la identificación de siete prioridades en la relación Colombia-EE.UU., que incluyen temas de paz, implementación de los acuerdos, inversión y crecimiento económico y participación política, entre otros, surge como prioridad número uno la disminución en los cultivos de coca.

Si queremos “desnarcotizar” la relación con EE.UU., el camino es demostrar resultados en la lucha contra la producción de droga y para esto muy poco sirve el falso patriotismo, lo cual tampoco significa dejar de seguir presionando respuestas y acciones efectivas por el lado de la demanda.

COLOMBIA

EL ESPECTADOR

EL ESTADO Y LA LLUVIA

Tatiana Acevedo

Aguaceros acompañados de rayos y ventarrones fueron registrados en Barranquilla entre el jueves y el viernes. El Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, Ideam, aseguró que en la ciudad cayeron 131,5 milímetros de agua en 24 horas. Pese a inversiones millonarias recientes en infraestructura de drenaje, arroyos de lluvia, tierra y basuras inundaron calles en el suroccidente y Soledad, el municipio más grande del área metropolitana. En muchos de los barrios de estos sectores no existen alcantarillados de aguas lluvias y cuando los hay, sus rejillas han sido atrancadas por maleza y por botellas plásticas de agua y de gaseosa.

Arroyos, como El Salado y La Felicidad, no sólo agrietaron casas y ahondaron huecos en el pavimento, sino que también averiaron subestaciones eléctricas y causaron así cortes de energía en 70 barrios de la zona. Fallaron entonces tanto las estaciones de bombeo (que aseguran el flujo de agua potable y la remoción de aguas negras en el terreno escarpado de Barranquilla) como las plantas de tratamiento de agua. Ambas actividades, de bombeo y tratamiento, dependen de una corriente eléctrica continua y de voltaje constante.

En general, la infraestructura eléctrica y de drenaje en el suroccidente y los municipios metropolitanos, como Soledad, se urbanizaron rápidamente durante los años de desplazamiento masivo. Entre 1996 y 2014, 117.326 personas desplazadas desde otros municipios y departamentos del país se instalaron en la frontera sur de Barranquilla donde construyeron barrios e improvisaron conexiones a servicios públicos. Esta urbanización coincidió con la liquidación y venta de las empresas de servicios públicos y el cese en actividades de mantenimiento en localidades de menores ingresos e influencia en los gobiernos locales. En medio de la crisis hubo poca inversión para extender la red de electricidad a los nuevos barrios del suroeste y Soledad, que fueron clasificados durante el gobierno de Álvaro Uribe como “subnormales”.

Inundaciones y fallas eléctricas como las de esta semana son testimonio de la historia reciente del sur urbano del Atlántico. Esta incluye el trabajo de construcción y reparación informal de infraestructura eléctrica, los flujos de agua ingobernables y la vulnerabilidad de comunidades particulares. En Soledad, por ejemplo, las deficiencias en la recolección de basura, las desconexiones eléctricas y en las redes de drenaje delinearon identidades barriales en contextos de escasez y rebusque, en los que residentes respondían a desafíos en ausencia de empleo formal.

Inundaciones y fallas eléctricas como las de esta semana son además testimonio de la historia reciente del Estado colombiano. Específicamente, de la historia del Estado en la construcción activa de marginalidad dentro de la ciudad. La “subnormalidad” eléctrica, por ejemplo, es una forma de compromiso del Estado en los respectivos barrios, ya que la presencia de infraestructura precaria, distinta de la construida en localidades del norte de Barranquilla, es una acción directa. En lugar de las narrativas que anuncian la ausencia o el fracaso estatal, las trayectorias de Soledad y el suroeste de Barranquilla retratan la participación del Estado en la marginalidad. Las comunidades desplazadas se ubicaron en el sur y, a través de una serie de regulaciones de carácter nacional y local, más de 30 barrios del sector fueron clasificados como “subnormales”.

Pese a que era distinta la inversión estatal, es tramposo pensar Barranquilla y Soledad como dos ciudades. Una historia conjunta, en cambio, permite documentar los procesos diversos y cambiantes a través de los cuales las comunidades desplazadas se asentaron para vivir en la ciudad. Trabajando en construcción, seguridad, trabajo doméstico y cuidado de niños, estas comunidades no sólo viven en Barranquilla, sino que ayudaron a construirla.

PARO AVIANCA
EL ESPECTADOR

PILOTOS EN HUELGA

Javier Ortiz

Muchos de los medios de comunicación en Colombia suelen concentrarse en las incomodidades que generan los paros, sin mirar con seriedad los reclamos del sector que protesta. Cuando los maestros paran, por ejemplo, los canales de televisión entrevistan a madres descontentas, que no saben cómo hacerse cargo de sus hijos. Cuando los que paran son los transportadores, las noticias hablan de las dificultades en la movilidad. Cuando paran los médicos y enfermeras, entrevistan a la gente molesta por la falta de atención. Si para la rama judicial, cuentan los procesos que se detienen y los incómodos plazos que se vencen. En Colombia todos hablan de vuelos cancelados y de atrasos en los viajes, pero nadie sabe a ciencia cierta por qué paran los pilotos.

Que se encarguen de darle más voz al socio mayoritario de Avianca que a los huelguistas no es nada nuevo en este país. Que intenten criminalizar la protesta tampoco lo es. Que a nadie le importe qué piden, que no intenten comprenderlo y que siempre les parezca demasiado, es parte de lo mismo. Que detrás de un piloto en paro haya 100 que quieran su puesto no habla de las óptimas condiciones laborales de la empresa como nos lo quieren hacer creer, más bien habla de las carencias del sector, que, como otros, siempre tiene gente que se entrega por menos.

La estrategia de Avianca, en medio de la crisis, ha sido ocuparse de seducir a los pasajeros. Parece que pretenden que una multitud enardecida, aburrida de las incomodidades, exija las cabezas de los pilotos que protestan. La posición radical de Efromovich lo evidencia como un personaje prepotente, que no tiene la mínima intención de atender con altura el paro de sus empleados. Se para de la mesa porque él manda. Dice que no negocia con una bazuca en la cabeza, como si estuviera hablando de una guerra. Intentó buscar que se declarara ilegal la protesta porque él manda, y contratará pilotos nuevos y despedirá a los huelguistas pese a que la protesta es un derecho también porque él manda. Ha dicho que los pilotos de Avianca son los mejor pagos del país, pero no contó que ganan casi la mitad que los otros pilotos del mismo holding de Avianca en otros países. En últimas, los huelguistas piden tener los mismos beneficios corporativos.

Las sofisticadas exigencias de un avión comercial apenas se intuyen cuando atravesamos una turbulencia o cuando el piloto es capaz de sortear una crisis. El resto de las veces estamos impedidos para comprender la rigurosidad que se requiere. Los altos estándares de una compañía como Avianca permiten que los pasajeros se sientan seguros. Sin embargo, que la empresa arrincone a los pilotos que protestan por las largas jornadas de trabajo teje un manto de desconfianza. Muchos de los puntos del pliego de peticiones guardan relación directa con la seguridad de los pasajeros. El 99 % de los accidentes aéreos ocurren por fallas humanas.

Para Efromovich parece una contienda en la que no piensa perder. Es sagaz, competitivo, determinado, y eso, sin duda, ha influido en el éxito de sus empresas. Sólo que ahora, eventualmente, su ímpetu dominante tenga consecuencias negativas sobre la seguridad de aquellos que buscamos volar seguros.

EL TIEMPO
¿LOS PASAJEROS? QUE SE J…

Mauricio Vargas
Ni pilotos, ni Gobierno, ni aerolínea, nadie se ha interesado por los viajeros, víctimas del paro.

Mientras escribo estas líneas, desconozco el desenlace de la huelga de pilotos de Avianca que ha mantenido semiparalizado al país durante más de diez días, un conflicto sin ganadores y en el que, entre los pilotos, la aerolínea y el Gobierno, han primado las muestras de insensatez, incompetencia e indolencia por los pasajeros, por quienes nadie se ha preocupado.
Aunque algunas solicitudes planteadas por los pilotos asociados en Acdac resultan cuando menos exóticas, no entro a juzgarlas: me interesan las consecuencias del paro. Mucho más que afectar a la aerolínea, cuyo propietario, Germán Efromovich, prefirió perder una plata ahora con tal de no perder la que cree será mucha más si acepta lo que plantea Acdac, los 700 pilotos agremiados han perjudicado a cientos de miles de pasajeros.

No les dañaron las vacaciones a las familias, pues no estamos en temporada, pero han afectado el trabajo de miles de profesionales, técnicos, funcionarios, empresarios medianos y pequeños, asesores y vendedores en varios campos, muchos de los cuales no completarán sus ingresos este mes por culpa del paro.
Viajo con frecuencia por trabajo y soy testigo, entre otros, de esos agentes comerciales que vuelan siempre de afán de una ciudad a otra, hablan por su celular hasta que el avión despega y se dedican, con frenesí durante todo el vuelo, a despachar asuntos en su computador portátil. “Si no vendo, no como”, me dijo uno sentado a mi lado una noche. Lo he pensado mucho en estos días, pues de seguro sus comisiones bajarán y el mes entrante no tendrá para pagar las cuentas.
Aparte de los agentes comerciales, entre los cientos de miles de afectados hay enfermos que no llegaron a una cita médica o –más grave– a una cirugía, pequeños empresarios que no pudieron cerrar un negocio, profesores que no pudieron dictar una cátedra, deudos que no pudieron decirle adiós a un ser querido, padres separados que no han podido ver a sus hijos y hasta novios que se quedaron sin una luna de miel por la que se endeudaron. Los hoteleros también sufren: hubo un descenso de cerca del 30 % en la ocupación por huéspedes que no llegaron, a más de negocios en vilo, ventas congeladas e inversiones aplazadas. 
En el mundo de hoy, el transporte aéreo no es lujo, es una necesidad, un servicio primordial, y eso debería significar algo a la hora de un paro. No sé si el movimiento merece ser declarado ilegal, pero al menos el Gobierno debería haber corrido a autorizar la llegada de aviones y pilotos de reemplazo, porque aunque los pilotos tienen derecho a protestar, no lo tienen a dañarles la vida a cientos de miles de pasajeros, ni a afectarles, entre otros, su derecho al trabajo.
El Presidente y el Ministerio de Trabajo han estado pendientes de los pilotos y de Avianca, y está bien. Lo que está mal es que ni por un momento hayan pensado en los pasajeros, las víctimas de este conflicto, los paganinis. Revisé las cuentas de Twitter de los principales candidatos presidenciales. Salvo Jorge Robledo, que, consecuente con sus convicciones, se puso del lado de los pilotos, no hay casi referencias al paro. Pero lo que más me impactó es que ninguno de los presidenciables hizo mención al drama de los pasajeros ni se preocupó por ellos. Dedicados a sus pleitos de mecánica política, les dieron la espalda a las víctimas de esta crisis. Que se jodan los pasajeros, ese fue el mensaje.
* * *
Engendro. De mal en peor va todo lo relativo a la Justicia Especial para la Paz (JEP), un pésimo invento que, ahora lo sabemos, va a ser manejado por una mayoría de magistrados con claro sesgo izquierdista. Las graves preocupaciones expuestas por el Fiscal General deben ser tenidas en cuenta.

EL METRO DE BOGOTÁ
EL ESPECTADOR

EL METRO A MEDIAS

Eduardo Sarmiento

Durante 50 años el país adelantó estudios que mostraban la necesidad de que Bogotá contara, al igual que las ciudades similares, de una gran troncal de Transmilenio que atravesara la ciudad por la parte central, como sería la 14 y la 13, y se comunicará con el resto mediante alimentadores verticales. Algo así como la columna vertebral que atraviesa el cuerpo humano y se comunica con el resto con las vértebras. En su lugar, el arreglo entre el Gobierno nacional y la Alcaldía contempla un metro paralelo a las líneas de Transmilenio.

La historia del metro revela la ligereza científica con que se adoptan las decisiones cruciales para el bienestar público. Los estudios se hicieron para un metro subterráneo, y la parte más importante, como son los estudios de suelos y detalles de ingeniería que costaron $150.000 millones, constituyeron la última parte. Sin embargo, la administración Peñalosa, con el estribillo de que el metro aéreo se podía realizar con la tercera parte del costo del subterráneo, abandonó los estudios previos y contrató un nuevo trabajo. En pocos días pasó del metro subterráneo como troncal básica a un sistema elevado en que el metro es un complemento del sistema Transmilenio.

En un artículo anterior (marzo 25) mostré, con la información suministrada por el estudio contratado por la nueva administración, que el costo por usuario es similar en las dos modalidades. Si se tiene en cuenta que los beneficios son diametralmente diferentes por la contaminación visual, ecológica y urbanística, el deterioro de los predios y la reducida capacidad de ampliación de la modalidad aérea, no era necesario entrar en detalles para establecer la superioridad económica del subterráneo.

Hoy en día las cosas aparecen peores. La nueva ruta es una total sorpresa. El metro no es más que una extensión del sistema paralelo de Transmilenio que se conectan en los extremos. ¿En dónde están los ingenieros y los economistas? Desde hace dos siglos se sabe que son mucho mejores los sistemas de transporte integrados con el menor número de conductos. Por la ley inexorable de las economías de escala, es mejor transportar el agua, el petróleo y la electricidad por conductos grandes que pequeños. Cuanto mayor es la capacidad de los componentes, cuanto menor el costo.

Lo menos que se podía esperar de la arquitectura es que la troncal transitara por la mitad de la ciudad y movilizara la mayor parte de los pasajeros, pero ocurre todo lo contrario. El metro va por la parte periférica de la ciudad y en un principio contempla una movilización de 300.000 personas, lo cual se podría atender con un sistema regular de buses. No cubre ni al 10 % de los usuarios potenciales. La escogencia revela la carencia de estudio de suelos. La ruta de los cerros, que se caracteriza por el suelo arcilloso, es una forma de eludir la entrada a Bogotá y enfrentar su terreno arcilloso blando.

La rentabilidad del sistema se justifica aduciendo que la relación beneficio-costo es de 1.2. Si bien este tipo de cifras son empleadas por las firmas consultoras para justificar los proyectos, son controvertidas por los hechos. Los sistemas de transporte urbano operan con ingresos inferiores a los costos y, por ello, son subsidiados.

Las falencias de la modalidad aérea que se manifestaron desde un principio, adquieren características estructurales en la decisión oficial del Gobierno y la Alcaldía. Por el camino de los estudios incompletos se ha llegado a un sistema de transporte basado en líneas paralelas que se juntan en los extremos, expuesto a grandes pérdidas de economía de escala y con un papel marginal al metro. En el fondo significa continuar con la solución de Transmilenio que se montó a finales del siglo pasado y enfrenta serias dificultades a lo largo y ancho del país.

CATALUÑA
EL ESPECTADOR

OTRA VICTORIA DE LAS REDES

Luis Carlos Vélez

Las imágenes muestran a la policía ingresando violentamente a los centros de votación en Barcelona, gente corriendo del asedio de grupos antimotines y los reportes en línea hablan de por lo menos 60 heridos. Un joven agitado grita frente a cámara : “no respetan nuestras costumbres, no gustan de nosotros y solo se quedan con nuestros impuestos”. De otro lado, en el diario El País de España, un titular: “Las redes prorrusas aumentan un 2.000 % su actividad a favor del referéndum en Cataluña”. Los medios ultranacionalistas que apoyan a Trump en EE.UU. se unen al esfuerzo para dividir a la Unión Europea.

Las imágenes muestran a la policía ingresando violentamente a los centros de votación en Barcelona, gente corriendo del asedio de grupos antimotines y los reportes en línea hablan de por lo menos 60 heridos. Un joven agitado grita frente a cámara : “no respetan nuestras costumbres, no gustan de nosotros y solo se quedan con nuestros impuestos”. De otro lado, en el diario El País de España, un titular: “Las redes prorrusas aumentan un 2.000 % su actividad a favor del referéndum en Cataluña”. Los medios ultranacionalistas que apoyan a Trump en EE.UU. se unen al esfuerzo para dividir a la Unión Europea.
Así el referendo sea considerado ilegal, el daño está hecho. La gente está berraca, para usar un término familiar en Colombia, y seguramente habrá un tercer y cuarto capítulo más severo en esta intentona independentista. La bola de nieve crece y vendrá la avalancha.

Es otra victoria de la irracionalidad viral. Las redes funcionan como gasolina de avión en el huracán de la política y los movimientos sociales. Es más fácil vender indignación que razón. En el caso de la independencia de Cataluña, es más sencillo afirmar en 140 caracteres que se trata de la búsqueda de un derecho, de una pelea por el orgullo y el derecho a elegir, que analizar las cifras económicas y las consecuencias reales. Veamos.

La relación entre Cataluña y España es mutuamente beneficiosa. Una división significaría un duro golpe para ambas partes, pero especialmente para la economía catalana. Cada año llegan a esa zona más de 18 millones de turistas, en su mayoría comunitarios que aprovechan la libertad de la Unión Europea. El 60 % de la inversión extranjera que recibe llega de países de la Unión, mientras que la misma proporción de sus exportaciones llegan a ese destino. Mientras Cataluña representa el 18 % del PIB de España, la región recibe el 25 % de las asignaciones nacionales. Es una simbiosis histórica, necesaria y racional.

Romper España no es un tema menor. La financiera ING considera que un “catalexit” sería incluso peor que el brexit, ya que la región automáticamente quedaría excluida de la Unión Europea y un anexo tomaría más de diez años en una organización de la que España también es miembro. Sería otra victoria del ultra nacionalismo que borra los evidentes avances de la globalización, tolerancia y respeto comunitario. Un paso hacia delante de los que quieren todo para ellos y nada para compartir. La negación de que cooperar es más efectivo que traicionar.

En las redes no hay Dios ni ley, no hay orden ni control, no existe manera de diferenciar lo real de lo irreal y los azuzadores electrónicos están haciendo su agosto enfureciendo a la gente y ganando elecciones. En Colombia ya hemos visto los efectos y las elecciones que vienen serán susceptibles de lo mismo. Ganarán aquellos que apelen a la indignación, así no tengan plan, estén untados, o representen todo lo contrario a lo que pregonan.

Emberracar a la gente es efectivo, pero también es irresponsable. Los políticos entienden que el corazón habla más duro que la razón y las redes sociales están conectadas directamente al estómago y por ende al intestino grueso. Por eso le pido piense antes de postear y de retuitear. No se deje utilizar. No se emberraque. Piense.

COREA
SEMANA

COREA DEL NORTE FIRST

Antonio Caballero

De su experiencia de destrucción casi total Corea del Norte aprendió que es útil tener con qué defenderse en la guerra. O mejor: tener con qué disuadir al agresor.

Corea del Norte anuncia que se dispone a defenderse de la declaración de guerra que le acaba de lanzar por Twitter el presidente de los Estados Unidos. Y de inmediato el portavoz oficial del gobierno de los Estados Unidos llama “absurda” la reacción norcoreana: según él, no ha habido ninguna declaración de guerra.

Técnicamente hablando el portavoz tiene razón. Una declaración de guerra es una cosa muy seria, que hacen en conjunto las dos Cámaras del Congreso de los Estados Unidos en sesión solemne, y no desde su cama y por las redes sociales un presidente al amanecer. Pero para recibir una declaración de guerra en regla los coreanos tendrían que esperar sentados. Porque aunque han librado más de un centenar de guerras grandes y pequeñas en casi todos los rincones del globo, los Estados Unidos casi nunca se han tomado el trabajo de declararlas. A lo sumo lo han hecho cinco o seis veces en más de 200 años. Contra la monarquía británica en 1812. Contra México en 1846. Contra el imperio del Japón en diciembre de l941, en respuesta al ataque a Pearl Harbor. Contra Alemania e Italia tres días después. Y no más. Todas sus agresiones militares contra países extranjeros, desde la invasión del Canadá en 1775 hasta los bombardeos de Siria de los últimos meses, las han hecho sin declarar la guerra. No declararon, sin ir más lejos, la que hace 65 años destruyó a Corea: se contentaron con imponer y a continuación obedecer una resolución de las Naciones Unidas tomada en ausencia del delegado soviético, que la hubiera vetado. Y con recursos parecidos han emprendido todas las demás, casi insignificantes como la invasión de la islita de Granada en el Caribe por orden de Ronald Reagan en 1983 o el aplastamiento de Vietnam decidido por Lyndon Johnson en l964.

Y es por eso que, con toda la razón, los norcoreanos toman sus precauciones ante la amenaza del presidente Donald Trump: no será una declaración de guerra ajustada al derecho internacional pero sí es una amenaza de ataque inminente. “Destrucción total”, anunció Trump en su discurso ante la Asamblea de las Naciones Unidas, hace unos días. Y ya un mes antes, de pasada, en el curso de un almuerzo, había prometido “furia y fuego como no ha visto nunca el mundo”.

Los norcoreanos sí los han visto. Y ya han sufrido una destrucción casi total durante aquella guerra no declarada (y tampoco concluida, sino simplemente interrumpida por un armisticio) a que los sometieron los Estados Unidos entre l950 y l953, en los compases de obertura de la Guerra Fría. Fue una guerra a la vez civil –la mitad norte de Corea, prosoviética, contra la mitad sur, pronorteamericana– y multinacional: además de los Ejércitos locales respectivos intervinieron el Ejército, la Marina y la Fuerza Aérea norteamericanos, y destacamentos militares más o menos simbólicos de otros 20 países, entre ellos Colombia, por el lado del Sur; y el Ejército chino y su aviación, con pilotos rusos, por el lado del Norte. La mortandad fue enorme: cerca de 4 millones de personas, de las cuales 2 y medio millones en Corea del Norte, civiles en sus dos terceras partes. El general Curtis LeMay, jefe del Strategic Air Command de los Estados Unidos, resumió su estrategia diciendo: “Conseguimos quemar todas las ciudades de Corea del Norte, y algunas de Corea del Sur”. Ninguna construcción visible desde el aire quedó en pie: fábricas, escuelas, cuarteles, hospitales, pagodas, puentes, centrales eléctricas, puertos, nudos ferroviarios, aeródromos, edificios del gobierno. Al final, por falta de blancos útiles, los aviones tiraban las bombas al mar. En total cayeron sobre Corea del Norte en tres años de guerra (1950-53) 635.000 toneladas de bombas: más que todas las arrojadas sobre el Japón y sus aliados en los cuatro años de la guerra del Pacífico.

Con excepción de las dos últimas: las dos bombas atómicas que aniquilaron de un golpe las ciudades japonesas de Hiroshima y Nagasaki.

De esa experiencia de destrucción casi total Corea del Norte aprendió que es útil tener con qué defenderse en la guerra. O mejor aún: tener con qué disuadir al posible agresor. Como de la aniquilación de Hiroshima y Nagasaki habían aprendido todos los posibles adversarios de los Estados Unidos, y también sus entonces aliados, que es prudente contar también con armas atómicas, instrumento último de disuasión. Lo supieron la Unión Soviética y la China, y el Reino Unido y Francia (los miembros permanentes del Consejo de Seguridad de la ONU, árbitros finales de la paz mundial); y luego la India y Pakistán, y el amenazado Israel; y finalmente el Irak de Sadam Huseín, despedazado bajo la acusación de buscarlas sin llegar a tenerlas; y la Libia de Muamar Gadafi, que firmó un pacto renunciando a ellas y fue a continuación derrocado y muerto por no haberlas desarrollado; y el Irán de los ayatolas, que ahora, ante las nuevas amenazas del presidente norteamericano, amenaza por su parte con volver a su interrumpido proyecto de fabricar las suyas. Y también las desea, aunque las tiene prohibidas, el Japón.

¿Y por qué no? En su discurso en la ONU, la doctrina predicada por Trump fue que cada país debe poner en primer lugar su propio interés: America first, Irán first, etcétera. Y, como piensa Kim Jong-un, Corea del Norte first.

PERIODISMO
EL ESPECTADOR

FRIDA SOFÍA

Piedad Bonnett

Hay hechos que, por la forma como se enfrentan, se prestan para numerosas reflexiones. Sucedió con el terremoto de México, inmediatamente después del cual, y para decirlo con palabras de Monsivais, pudimos ver cómo “la sociedad se torna comunidad”. El autor mexicano, que después del sismo del 85 escribió el ensayo “No sin nosotros: los días del terremoto”, habló en ese entonces del “despertar civil y político” que generó la tragedia; 32 años después lo que pudimos ver fue esa conciencia cívica consolidada.

Entre tantos esfuerzos colectivos asistimos, sin embargo, al engaño que nos hizo sufrir por la suerte de Frida Sofía, la niña que supuestamente permanecía viva debajo de los escombros de su escuela, y que luego resultó ser una ficción. Según parece, un socorrista hizo la afirmación, la recogió un almirante de la Armada y una joven periodista, Danielle Dithurbide, de Televisa, la transmitió al público. Es difícil juzgar muy duro, pues todo ocurría muy rápido, y en medio de violentas emociones. Pero, como dice Vladdo, “la culpa no es de las fuentes por informar mal, sino de los periodistas por no verificar bien”. Más increíble aún fue que con el paso de las horas ya Frida había dicho “estoy cansada”, había movido una mano, le habían dado agua, se sabía que estaba con otros niños y que estaba atrapada en un espacio de 45 centímetros.

Más allá de preguntarse de quién es la culpa —rápidamente se convirtió en trending topic el hastag #ApagaTelevisa—, lo que inquieta es cómo se explica que pueda prosperar un infundio tal. Creo haberlo comprendido al ver uno de los noticieros del mediodía. Dos modelos en minifalda y enormes tacones —¿o serían dos periodistas?— se paseaban, a veces sonriendo, como siempre, a veces haciendo cara de circunstancia, comentando las atroces imágenes del terremoto que pasaban atrás; en esas comenzó a sonar una música sentimental y una voz en off elevó un discurso sensiblero y grandilocuente que incluía una loa a México, una descripción del dolor de las víctimas, una arenga sobre cómo la esperanza triunfaría y derrotaría a la muerte, y otros lugares comunes. Enseguida entrevistaron al adolorido colombiano padre de dos niños muertos para preguntarle qué sentía.

Amamos el melodrama. “No me quiten esta tristeza tan buena”, cuentan que decía Manuel Mejía Vallejo. Sucede en muchas partes, pero sobre todo en estos países —como también lo mostró Monsivais— donde es uno de los elementos más usados por la industria cultural, que lo explota como elemento de consumo, sobre todo en la telenovela, su máxima expresión; el melodrama ha estado siempre presente en el tango, la ranchera, el cine, en nuevos formatos importados como los talk shows, y también en la política, donde muchas figuras, para ganar votos, crean sus propios mitos melodramáticos. Pero es infame como manipulación periodística. Como dice Belén Alonso, “el imaginario desplegado en los medios (…) configura un territorio simbólico (…) donde se traman relatos de identidad”. Eso fue la pobre Frida Sofía, con ese nombre tan premeditado: una muestra de sensacionalismo y manipulación mediática. Y algo más: cuando sacaron el cadáver de la maestra, que era la última persona que quedaba en la escuela, nadie se interesó por saber su nombre.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR

PROMESAS

Armando Montenegro

Uno de los aspectos más destacados de la campaña presidencial en marcha ha sido la generosidad con que algunos precandidatos han anunciado la rebaja de impuestos, exenciones y descuentos tributarios. Estas promesas han sorprendido no sólo porque desconocen la apremiante realidad fiscal, sino porque, además, ponen de presente la creencia de ciertos políticos de que por medio de estos mecanismos se pueden estimular el crecimiento y la inversión, sin consideración alguna por la situación financiera del país.

Esta creencia, seguramente, está basada en las ideas del Partido Republicano de Estados Unidos, el mismo que, a partir del gobierno de Ronald Reagan, ha conseguido, cada vez que asciende al poder, rebajar los impuestos de las empresas y las personas con altos ingresos. Sus ideólogos, a pesar de que se autodenominan conservadores fiscales, sostienen que la rebaja de impuestos induce el crecimiento y que éste, a su vez, genera mayores recaudos tributarios, de tal manera que esta política, en su opinión, no conduce a la elevación sino a una reducción del déficit. Los economistas serios, después de desnudar la pobreza de estas ideas, las han denominado “voodoo economics”. Pero el desprecio intelectual no ha hecho mella en los planes de los republicanos y, mucho menos, en sus financiadores, de tal forma que en los próximos días, esta vez de la mano de Trump, intentarán una nueva reducción de los impuestos.

Ese tipo de ideas también ha tenido una importante difusión en nuestro medio y recibió un notable impulso en los gobiernos del presidente Uribe. Con el rótulo de “confianza inversionista”, se puso en marcha una política de generosos incentivos, exenciones y subsidios a empresas escogidas, con el propósito de estimular la inversión y el crecimiento de toda la economía. Varios estudios mostraron en su momento las débiles bases de estos planteamientos y señalaron, además, que el mayor crecimiento económico de aquellos años fue, en realidad, el resultado del gran auge inducido por los buenos precios de las materias primas, en especial los del petróleo (dicho de otra forma, el país habría tenido más o menos el mismo crecimiento sin los sacrificios fiscales que se comprometieron en la segunda mitad de la década pasada, muchos de los cuales todavía siguen afectando las finanzas públicas).

De acuerdo con las proyecciones disponibles, en agosto de 2018 el próximo gobierno heredará una situación fiscal muy delicada y tendrá que hacer frente a cuantiosas demandas de gasto represadas durante varios años y, si continúan las promesas de campaña, se topará también con las expectativas de mayores erogaciones y exigencias de una rebaja de impuestos.

Sin exageración se puede afirmar que, si el próximo gobierno desconoce las alarmas y, sin ninguna cautela ni previo ajuste, procede a realizar una política generosa de gasto y de menores impuestos, desencadenaría rápidamente una crisis fiscal, con un considerable impacto sobre el crecimiento, el empleo y la pobreza (¿recuerdan lo sucedido por esta misma razón entre 1998 y 2002?). Por este motivo, las distintas campañas harían bien en conocer detalladamente la realidad de lo que van a recibir —bien descrita, por ejemplo, en numerosos estudios de entidades como Fedesarrollo y Anif—, con el fin de situar sus programas en el incómodo e inquietante terreno de lo que es posible.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

AMOR Y AMISTAD

Fernando Araújo Vélez

Ella quiere ir al parque y sentarse en un banco, sola, con un libro sobre sus piernas que no diga nada, sólo para ahuyentar a quienes pretendan hablarle. Quiere ser ella, infinitamente ella, y sabe que sólo allí, a solas, puede lograrlo, pero son las nueve y media de la mañana y debe cumplir un horario. Atender llamadas, responder mails, revisar el orden del día y de todos los días, estar dispuesta para lo que el jefe requiera. Mira por la ventana hacia el parque. Mira hacia lo lejos. El teléfono timbra. Ella responde con tono de oficina, ese tono que tanto detesta y que le enseñaron seis meses atrás, cuando empezó a trabajar. Se descubre sonriéndole al fantasma que habla desde el otro lado. Detesta sonreír por obligación. Detesta las obligaciones. Mira la foto de sus dos hijos, Carla y Andrés. Detesta amarlos por obligación y se pregunta una vez más si en realidad los ama o si es un deber, un tener que quedar bien con los demás, o compasión o necesidad de protegerlos.

El parque es su libertad, su pequeña libertad. A las cinco y diez, cuando al fin sale de su oficina, se sienta en una banca para mirar pasar la vida, y se repite casi como un robot que la vida es tener que vivirla, que los deberes la atacaron desde su nacimiento. Piensa allí en su marido porque ve a decenas de hombres salir a sus casas, y recrea las imágenes de su posible adiós, largándose sin decirle nada. Recuerda a sus compañeras de trabajo a la hora del almuerzo quejándose de los suyos. Ninguna mujer ama a su marido, murmura, y sonríe un poco, pues el mal de las otras la consuela. No es la única, no soy la única, dice ahora, a las cuatro de la tarde y de nuevo en su diminuto cubículo de secretaria, mientras emborrona un mensaje con dos faltas de ortografía para vengarse de su jefe, de su jefe y de todos los hombres del mundo. Él será el que firme, él será el que cargue con sus dos errores, a él lo tacharán de ignorante. Piensa en él, en su esposo, en sus viejos amores, en sus compañeros de trabajo. Los odia.

No lo admite en voz alta, pero los odia, y cree firmemente que todas las mujeres odian a sus maridos y a los hombres, y que si están con ellos, como ella, es porque les dijeron, las convencieron de que el matrimonio, el hogar, los hijos, el perro y la casa eran el más digno de sus objetivos y el único. Cierra los puños. Golpea su escritorio. Envía un mail. Lee otro, una invitación a celebrar el día del amor y la amistad. Blasfema. El amor de hoy es la más grande de las mentiras de los humanos, y el negocio más rentable, escribe en un papelito. Escribir su verdad le da fuerzas, la hace inmortal. Plasmar sus pensamientos para siempre es una venganza. Cree firmemente que ella es tan fuerte como decida serlo, y que la fortaleza comienza con las verdades, las grandes verdades que los humanos sean capaces de soportar. A ella le importa eso, la verdad, su verdad. Desnudarse y desnudar la vida, aunque viva de sueños cotidianos encerrada en una prisión.

ESPIRITUALIDAD

EL ESPECTADOR

OFENSAS

Diana Castro Benetti
Si hay algo que no cambia es el insulto. Nadamos en las mismas palabras de hace algunos siglos: negro, indio, loco, puta, vieja, fea y otras tantas que son como los peajes para la existencia. Montones de injurias y una guerra debajo del brazo. Ofendemos y nos ofenden. Circuito perfecto. Perverso círculo.

Toda ofensa, por pequeña o tonta, produce dolor, desata resentimiento, sana muy despacio, se anida en el corazón y en el momento menos previsible, se recuerda y produce reacciones. Tranca el futuro. Gordo, imbécil, tonto, son espejos propios y de los otros. Injurias que, como nuditos, reproducen el desprecio. Es veneno contraído. Nadie se escapa. Ofender es un acto de indignidad propia. Sentirse ofendido también. No hay mucho lugar para la creatividad.

Nos ofendemos por poco o por mucho, pero cuando sucede es mejor mirar hacia adentro. Intentar la quietud, respirar hasta diez. Verse tal cual. Ver la palabra y la actitud que nos hace eco. Nos ofendemos porque nos empujan, nos cierran la puerta, nos quitan el paso, porque ocupan lo propio, porque nos disminuyen, porque nos humillan, porque hay verdad, porque el otro es más grande, fuerte, bello, inteligente, necio. Se ofende el orgullo, se humillan la condición, el origen, la patria, el acento, el color. Ofensas que son prejuicios. Ofensas que son las tácticas cotidianas de los que nunca tendrán escrúpulos. En la ofensa se juegan los prestigios, las profesiones, el sustento y la imbecilidad. Ofensa y defensa de lo público y en lo privado; la honra se hace deshonra y el orgullo indignidad. En la ofensa somos todos los mismos. Somos la sociedad que supura la guerra enconada.

Ofenden la mirada y el cuerpo todo. Reflejos que hablan del que ofende; reacciones que hablan del ofendido. Egos ofendidos que justifican las excusas para las enmiendas. Inventamos nuevos significados para exorcizar la cólera o esa rabiecita que nos recorre como narcótico. Hiel que quema el presente. Una rabia que hace nido, pareja, familia, comuna. Indignación que ha sido humillación; retaliación que es maldad.

De la ofensa nadie sale bien librado y ofender nunca será la belleza. En un país de ofensores compulsivos, perdonar a los que nos ofenden puede ser el principio de la cordura.

VANGUARDIA
EN EL AMOR, TAMBIÉN HAY QUE DEJAR IR

Euclides Ardila Rueda

Muchos despechados se la pasan atormentándose por ‘lo que pudo ser y no fue’. ¡Eso no sirve de nada! Latigarse porque alguien nos deja es un auténtico ‘haraquiri’.

El amor es un don que procede de Dios y casi que se podría decir que solo quien alcanza esa bendición puede amar con el corazón.

Y aunque con este sentimiento no se debe discriminar, solemos hacer eso; incluso sufrimos por él hasta más no poder, a pesar de que eso no es bueno para el espíritu.

Con relativa frecuencia también vivimos el desamor y nos la pasamos tristes por la ausencia de ese ser querido.

Los desamores no se ‘curan’ a punta de valeriana, ni con aguas aromáticas. Mucho menos se extirpan escuchando canciones, llorando, tomando licor o cayendo en las drogas alucinógenas. Tampoco es preciso recurrir a los actos de venganza.

¿Ya saben de qué hablo?

¡Pues, del despecho!

El llanto amargo es una de las particularidades de alguien que se siente traicionado o abandonado por el ‘amor de su vida’. Cuando eso pasa, la persona se entrega a la pena. Este es un errado proceder porque, más allá del desengaño o de la partida de la pareja, usted no puedo echarse a morir.

¿Qué es eso de no dormir, no comer, ni querer trabajar?

La vida no termina solo porque alguien decidió no amarlo. ¡El mundo sigue girando y usted con él!

La idea de recordar a quien lo decepciona se aferra a su estado de ánimo y pareciera no borrarse; es como si ese ser lo hubiera marcado con tinta indeleble.

¡Mucho cuidado! El despecho es un sentimiento de desilusión que deja el descubierto su apego a alguien y, por supuesto, usted sufre hasta los tuétanos.

Esa sensación nauseabunda de impotencia, mezclada con rabia y melancolía, seguirá revolviendo su estómago si insiste en quedarse atrapado en los recuerdos. Hay quienes caen en el alcoholismo, se sumergen en la depresión y en varias ocasiones tienen pensamientos suicidas.

¿Por qué ‘sobrevalorar’ tanto a esa persona que lo traicionó o que decidió apartarse de su camino?

Eso de quedarse atrapado en el dolor jamás será bueno, entre otras cosas, porque la primera ley de la vida es quererse a uno mismo. Tener un poco de dignidad y sobreponerse son aspectos esenciales en este proceso.

No puede sentirse menos que nadie. Y lo digo porque en los momentos de baja autoestima usted alcanza a hacerse demasiado daño por alguien que, con seguridad, no merece que lo llore tanto.

¡Claro que hay que vivir el duelo! Pero también es preciso desprenderse, cerrar el círculo y pasar la página.

En tales pasos siempre será fundamental tener confianza. Ella le ayudará a seguir la vida sin mirar hacia atrás.

Lo ideal, a mi manera de ver, es darse cuenta de los valores que posee y no atarse a nadie ni convertir a ese ser amado en su máscara de oxígeno.

El principal consejo para quien hoy esté despechado es muy claro: Construya una fuerte autoestima y una saludable y afectiva relación consigo mismo.

Destierre la idea de que usted fue el culpable de lo que pasó. Y si lo fue, perdónese.

Procure alejar del pensamiento a esa persona que se quiere olvidar, sin que tenga que odiarla. Y es evidente que para esta terapia existen dos armas valiosas: la fe en sí mismo y, sobre todo, voluntad.

Además, siempre será sano para el espíritu dejar ir a quien ya no quiere estar a su lado.

FARANDULA
EL TIEMPO
EN BUSCA DEL ‘RATING’ PERDIDO 

Ómar Rincón

 ‘La luz de mis ojos’, ‘Protagonistas 2017’ y ‘Hermanos y hermanas’ son las tres apuestas del Canal RCN para encontrar el ‘rating’ que se le perdió hace tiempo.
‘La luz de mis ojos’ es melodrama. Una telenovela clásica, o sea de cuando el amor vence al odio; de niña pobre enamorada de rico; de mujer ciega que canta bonito y lucha por triunfar; de madres arpías y hombres sin atributos. 
Melodrama total: Soledad nació en la adversidad, ciega y odiada por su amargada madre, pero con un don que es cantar de maravilla y ser la más bella.

Y para que pegue en Colombia viene con la música del Caribe y el humor costeño. Todo buena onda y divertido. Tiene una idea potente del escritor Alonso Sánchez Baute, la dirección de la experiencia de Jorge Alí Triana y un elenco de primera. Está bien hecha, todo en su lugar. Lo débil es que enfatiza tanto en el cliché moral de malos-malos y buenos-buenos que termina por aburrir. 
Y los actores jóvenes son malos, muy malos, para eso de encarnar personajes que seduzcan o den vida al melodrama. Y lo de la emisora es desabrido.

 ‘Protagonistas 2017’ es el escándalo. Se busca tanto provocar la polémica que todo termina siendo falso y enervante. Los participantes tienen poco talento y mucha carne. Las historias emocionales que enternezcan televidentes se diluyen buscando el escándalo.
Si se enfatizara en el talento, en las actuaciones, en los libretos y en contar historias menos truculentas y más sensibles de los personajes, todo podría ser distinto. El fracaso es que se buscan personajes de buen cuerpo pero sin talento, y para que un concurso pegue se requiere personajes que puedan conversar, usar su cabeza y decir frases con sentido. Y aquí la falta de talento es el límite.
‘Hermanos y hermanas’ es espectáculo emocional. Un melodrama que enfatiza en la familia como núcleo en el que los conflictos se desatan: odios, traiciones, engaños, infidelidades. 
Las situaciones están bien planteadas, los diálogos son sugestivos y divertidos, se juega con el lenguaje, el humor, el atrevimiento. Y tiene un elenco espectacular encabezado por la magnífica Helena Mallarino y con la potencia de Verónica Orozco y Katherine Vélez. Van bien Andrés Toro, Estefania Borge y Patrick Delmas. Está bien hecha. Se ve con emoción.
Las tres producciones son decentes en su realización audiovisual; sus historias están en lo que vende y da ‘rating’: melodrama, escándalo y espectáculo emocional; y, además, se contraprograma, ya que frente al concurso musical RCN pone la telenovela, y frente a la telenovela, ‘reality’. 
RCN hace todo lo que debería funcionar. Pero el ‘rating’ no llega. ‘La luz de mis ojos’ aburre por exceso de maniqueísmo moral y malos actores jóvenes; ‘Protagonistas’ enerva por buscar el escándalo sin historias ni talento; ‘Hermanos y hermanas’ tiene muchos odios y poco amor creíble.

